Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 10:10). 

—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


—«INCLUSIÓN FINANCIERA. Se modifican artículos de la Ley n.* 19210, de 29 de abril de 
2014. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. Carpeta n.* 727/2016. Distribuido 
n.? 1090/2016. 


INSTRUMENTOS FINANCIEROS DERIVADOS. Definición y tratamiento tributario. Proyecto 
de ley aprobado por la Cámara de Representantes. Carpeta n.* 728/2016. Distribuido n.” 1091/2016». 


—Bienvenidos. Buenos Días. Hoy la comisión retoma el tratamiento del proyecto de ley que 
modifica la ley de zonas francas. 


Por ese motivo, invitamos nuevamente a los representantes de las zonas francas de Florida y 
Libertad para que compartan con nosotros sus reflexiones y opiniones. 


SEÑOR CALACHI.- Soy presidente de la zona franca de Florida, la primera zona franca privada del 
interior de la república. 


Primero que nada quiero agradecer a este alto Cuerpo que nos convoca una vez para 
escuchar las inquietudes y pesares que traemos del interior profundo. Lamentablemente no podemos 
traer nuestras alegrías. 


No quiero robar mucho tiempo a los señores senadores, pero cuando uno trata de explicar 
algo, previamente tiene que darle un marco. 


La ley de zonas francas se votó en este recinto parlamentario, al decir del entonces señor 
senador De Posadas, con un objetivo: crear un ámbito excepcional, que confería algunos privilegios a 
determinadas empresas para que pudieran contratar mano de obra fundamentalmente en las zonas 
desamparadas del territorio nacional. 


De Posadas —que vio lo que se venía— agregó una cláusula por la cual se fijara como límite 
que no pudiera ser más cerca de 50 kilómetros de Montevideo o la distancia que se considerara 
conveniente dentro de los parámetros de un país pequeño. 


Estamos yendo a las fuentes de todo esto. 


El señor senador Cersósimo decía que esta ley debía tener como fin detener la despoblación 
de la campaña y el éxodo rural que muestra cifras alarmantes. Se podrían hacer decenas de citas en 
las que se manifiesta claramente que esta ley tenía un espíritu fuertemente descentralizador y que el 
Estado iba a renunciar a cobrar tanto a la sociedad por concepto de impuestos, pero a cambio tenía 
que haber una contraprestación, que era que se radicaran empresas en el interior de la república. Eso 
es así en todo el mundo, tanto en Cuba como en China y en los países que integran la OCDE; en todos 
lados existen zonas francas. Sin embargo, en este caso en particular, con un sentido muy patriótico, se 
trató de hacer un ordenamiento territorial más justo para que quienes estuvieran más complicados por 
su ubicación tuvieran mayores posibilidades de desarrollo. 


Cuando en 1991 inauguramos la zona franca de Florida sabíamos que ya existía una zona 
franca en la capital. En 1992 recibimos una carta de un cliente al que le habíamos puesto mucho 
empeño. Después de muchísimo esfuerzo, esta empresa -llamada York— nos envió esa carta, que dice 
lo siguiente: «Estimado Luis: quiero agradecerte por todas las atenciones durante mis últimas visitas a 
Montevideo. Basado en estas visitas y conversaciones, con mis socios hemos decidido trabajar en la 
zona franca de Montevideo. Básicamente, hemos tomado la decisión por la cercanía de la zona franca 
de Montevideo a proveedores, abogados y bancos». Esta carta fue enviada en el año 1992, cuando ya 
existía la zona franca de Montevideo, la primera zona franca privada que se instaló en el país, y 
nosotros tuvimos que lidiar con esas situaciones; confieso que era un dato que yo no ignoraba que 
estaba. 


En ese marco, y a pesar de todo, nos propusimos presentar batalla y la hemos dado con 
mucha dignidad. Llevó mucha inversión, se construyó aquella empresa, se radicaron muchísimas 
empresas importantísimas, como L'Oréal de París, Pernod Ricard, entre otras, empresas que era 
impensable que llegaran al interior. Sin embargo, lo conseguimos, o sea que desde ese punto de vista 
la misión fue cumplida. 


Transitamos todo eso pacíficamente. Tuvimos que sostener las diferencias de localización que 
siempre nos jugaron en contra, como los peajes, los precintos que llevan los camiones más caros 
porque es mucho más caro llegar a Florida que estar en las cercanías de Montevideo; eso conlleva un 
costo aduanero adicional. A eso hay que sumarle la escasez de mano de obra calificada. Esa es toda la 
peripecia de los que somos del interior y trabajamos en el interior. Contra eso se pudo luchar. 


Sin embargo, el lío nace en el año 2011 y la reunión de hoy tiene que ver con ese tema. En el 
año 2011 se termina el trabajo pacífico. Es cierto que en ese período hubo gente que se pasó de viva — 
como ocurre en cualquier lado—, la DGI actuó y puso orden, la aduana actuó y puso orden, es decir que 
el Estado no estuvo ausente para nada. Todo fluyó y todos sabíamos lo que hacíamos. El criterio que 
se utilizaba era el de la fuente, que consiste en que no importa dónde se haga el negocio sino dónde 
está la cosa que se entrega. Así que si estamos todos aquí y hacemos un negocio o la operación de un 
producto que está fuera del país, seguramente no paguemos impuestos; si estamos fuera del país y 
hacemos un negocio de venta en el Uruguay vamos a pagar impuestos. 


El artículo 7.* de la reforma tributaria habla en forma clara y nítida de la fuente que genera los 
impuestos. Esa no es mi especialidad, pero así se trabajó hasta ese momento. En el año 2011 al grupo 
Ficus —-los de Pluna, los que estuvieron en el Banco Comercial—, se les ocurrió hacer una zona franca 
que se llama Aguada Park. Es un grupo societario no muy claro, pero Brecha hizo una investigación 
muy interesante —están las fotos también-— y hasta el día de hoy nadie salió a decir lo contrario, por lo 
cual todo lo que se dice yo lo tomo por cierto. Ahí viene el cerno de la cuestión. 


¿Qué ocurre en el año 2011? Aquí lo que importa es la forma y el contenido de lo que voy a 
describir. Se hizo una nueva interpretación de la ley donde se empieza a hablar de actividades 
sustantivas, principales y actividades accesorias. Lo que nosotros siempre entendimos por accesorio 
pasó a ser principal. Se cambió el concepto. La DGI salió y maltrató, avasalló e hizo cualquier 
disparate. Los que tenemos vergúenza republicana no podemos creer lo que le pasó a la gente cuando 
viene y nos cuenta lo que ocurrió. Cuando nos exhibe las grabaciones yo digo: «Socorro, no puede ser 
que esto ocurra en el Uruguay» Ha habido un gran avasallamiento de los derechos de los ciudadanos. 
Si los señores senadores quieren, yo se las hago llegar. No podemos permitir tales atropellos. A la 
gente se le puede pedir lo que la gente puede dar, pero estos fueron a pedir lo que la gente no podía 
dar. Se trabajó siempre de determinada manera, pero del día a la noche volvieron delincuentes a 
empresas importantes. Los inspectores les decían: «Te mato. Te mato. Sos un delincuente». Un 
inspector no puede matar. Acaso mata James Bond que tiene licencia para matar. La república no les 
da a sus inspectores licencia para matar. Los inspectores tienen que trabajar, ser rigurosos en el 
control de la cosa y cuidar los intereses, que los ricos que no se hagan los vivos y que paguen lo que 
tienen que pagar. Tal vez haya que hacerles pagar más porque están pagando demasiado poco. Esos 
son otros pimientos. Pero el comportamiento de los inspectores vistió de verguenza a la patria. Lo digo 
en alta y clara voz y si hay algún fiscal que me cite. Si los señores senadores quieren que yo aporte 
más les traigo los papeles y las grabaciones para que las escuchen. 


En el año 2011, desde el punto de vista de las zonas francas del interior, no solo ocurrió eso 
sino que, a mi juicio, pasó algo peor porque, ante esa imposibilidad de trabajar, surgió la pregunta de 
cómo seguir, a lo que de forma frontal se dijo: «Y, m' hijo, andá a la zona franca de la capital». Ese año 
tropearon a los clientes hacia las zonas francas de la capital. Digo que esto es muy fácilmente 
constatable porque los señores senadores no tienen más que pedir en la Dirección General de 
Comercio la información sobre cuántos clientes de las zonas francas del interior se fueron a las de la 
capital. Eso es forma y contenido; un horror. 


Por otro lado, en forma pertinaz, se quiere modificar este artículo, tal vez —y quizás sin tal vez— 
para darle fuerza de ley a la barbaridad, al atropello que se cometió y, de paso, cerrar las zonas 
francas del interior. 


Quiero hacer una pequeña reflexión. Aquí lo que tenemos que observar es la naturaleza de la 
contradicción y las fuerzas en pugna. Hay pequeños empresarios nacionales como los señores que me 
acompañan y quien habla  —los otros que estaban en el interior quedaron por el camino— que estamos 
enfrentando esta difícil situación. Esto es la muerte de emprendimientos de empresarios nacionales en 
beneficio de grandísimos empresarios extranjeros y la concentración más brutal de este trabajo en la 
capital. 


Por lo tanto, estamos traicionando el espíritu del legislador que promovió esta ley porque se 
está liquidando esta actividad en el interior de la república cuando la intención era hacer todo lo 
contrario. Además, esto no se está haciendo para que la actividad desaparezca del país sino para que 
ese trabajo, ese esfuerzo y, sobre todo, esa renuncia fiscal favorezca a los poderosos del país, que 
están vinculados con enormes intereses extranjeros. Puedo decir que me trago un sapo o que me 
como una milanesa podrida, pero quiero que me digan por qué. Siempre voy por el camino de la razón; 
con la razón todo, por la razón o por la razón y siempre por la razón, pero acá vamos por la fuerza y 
equivocados. 


Pido a los señores senadores que me convenzan de que lo que están haciendo es correcto. 
Yo les digo que es un asesinato al trabajo y al esfuerzo en el interior de la república. Es una traición a 
los señores legisladores que votaron la ley de zonas francas. 


Finalmente, quiero mencionar dos elementos que van a ayudar a esclarecer cómo el contador 
Ferreri y el licenciado Serra, en sus exposiciones le mienten al Senado de la república y tratan de 
confundirlo, desde mi punto de vista, en forma vergonzosa. 


El contador Ferreri, en oportunidad de asistir a la Comisión de Presupuestos integrada con 
Hacienda de la Cámara de Representantes, citó un ejemplo para mostrar el peligro que implican las 
actividades que pueden ocurrir en las zonas francas del interior del país. Dijo lo siguiente: «Pongamos 
el ejemplo de un importador que vende en plaza y que está establecido en 18 de Julio y Ejido. Este 
importador debe pagar todos los impuestos de plaza. Ahora bien, un importador que se ubica en el 
local de al lado pero que tiene un usuario en zona franca y, por lo tanto, realiza la exhibición y en esa 
zona gris la vende afuera, estaría exonerado de todos los impuestos». Silencio. Continuó diciendo: 
«Allí se está generando una horadación muy importante al sistema tributario en lo que tiene que ver 
con la tributación básicamente del Impuesto a la Renta». Ante esa barbaridad, el doctor Bordoli, en la 
sesión de la comisión del día 31 de agosto de 2012, manifestó: «Me voy a permitir hacer una pequeña 
apreciación crítica de estas manifestaciones. En primer lugar, el hipotético lugar elegido es 18 de julio y 
Ejido y el hipotético comerciante sería un minorista. Los usuarios de zona franca tienen prohibido 
realizar operaciones al por menor, de modo que el hipotético vecino competidor jamás podría ser un 
usuario de zona franca. En segundo término, el hipotético comerciante importador, el primero, el que se 
vería perjudicado, compró bienes producidos en el exterior, pero también podría haber traído bienes 
producidos por él mismo, que no es el caso». 


La renta de los bienes situados en el exterior no está alcanzada por el Impuesto a la Renta de 
las Actividades Económicas, IRAE, y no lo está aunque el contrato haya sido celebrado en el Uruguay, 
porque nuestra ley sigue siendo el principio de la fuente y es muy clara. En el artículo 7.* dice que se 
consideran de fuente uruguaya las rentas provenientes de actividades desarrolladas, bienes situados o 
derechos utilizados en la república con independencia de nacionalidad, domicilio o residencia de 


quienes intervengan en las operaciones y del lugar de la celebración de los negocios jurídicos. Quiere 
decir que si se celebra un negocio jurídico en Uruguay sobre bienes situados en Argentina o en 
cualquier lado, la renta que se obtiene de ese negocio no está gravada porque están situados fuera del 
Uruguay. A la inversa, si alguien realiza la misma operación en Argentina sobre bienes situados en el 
Uruguay, no se podría excusar del impuesto a la renta diciendo que no está gravada porque el negocio 
se realizó en ese país, ya que los bienes están en Uruguay. En virtud de esta norma tan clara, que 
nuestro proveedor del exterior haya celebrado en el Uruguay el contrato de compraventa por sí o por 
medio de un representante, esta operación no genera rentas comprendidas en el IRAE porque los 
bienes que son objeto del negocio están situados fuera del territorio nacional. 


Por las dudas hay que decir que la norma relativa al IRAE regula el establecimiento 
permanente y, entre las cláusulas de configuración del establecimiento permanente, estipula la de tener 
representantes que celebren los negocios, tener un asiento, es decir una oficina, etcétera, etcétera. 
Evidentemente, ser un establecimiento permanente que pasa a ser contribuyente del impuesto a la 
renta no quiere decir que esté gravado por las rentas de bienes en el exterior. El artículo 11 del Título 
IV dice: «Rentas imputables al establecimiento permanente.- Los establecimientos permanentes de 
entidades no residentes computarán en la liquidación de este impuesto, la totalidad de las rentas 
obtenidas en el país por la entidad del exterior». 


Quiere decir que sigue siendo nuestro principio de territorialidad que desde la creación del 
Impuesto a la Renta de Industria y Comercio y ahora con el IRAE ha sido inconmovible. De esto se 
desprende que la única y primera renta de los negocios que celebra ese hipotético comerciante que 
importa directamente los bienes alcanzados por el IRAE es la renta proveniente de las operaciones que 
se hacen en el territorio nacional con esos bienes, una vez que hayan sido introducidos al territorio. Si 
en este escenario se importa y se vende al consumo directamente esos bienes, desde luego esa venta 
queda atrapada por el Impuesto a la Renta de las Actividades Económicas y para determinarla se 
podría deducir el costo del bien comprado en el exterior. Eso hay que tenerlo en cuenta para que no se 
piense que la renta es el cien por ciento de la venta. 


Esto es lo que expresa un profesor universitario con mucha fundamentación teórica y yo lo 
voy a decir en el vulgar lenguaje del trapicheo. Hay una mercadería en zona franca y un señor que 
vende en 18 de Julio y Ejido. El que está en zona franca nunca puede ir a vender a 18 de Julio y Ejido 
porque no hay venta al por menor, no existe eso, y punto. Si el tipo que está en 18 de Julio y Ejido tiene 
un depósito en zona franca y compra en zona franca —o se vende a él mismo o lo que sea-, tiene que 
pagar aduana. La mercadería no sale en forma expedita porque, de ser así, es de contrabando. 
También está la aduana que cobra y si el precio se pone «para abajo», lo agarra el IRAE. Eso da una 
línea recta porque los impuestos están calculados de forma tal que si el tipo que trae la mercadería del 
exterior o de zona franca sube el precio, paga más aduana y si lo baja paga menos aduana pero lo 
agarra la renta empresarial afuera. Eso, como dije, da una línea recta y si alguno se pasa de vivo, 
están los precios de transferencia por lo que la DGl —o la aduana- lo agarra y dice: «Con precio de 
transferencia, esto vale 1 pero usted lo puso a 1,15. Está de vivo. Venga». Pero eso no es para las 
zonas francas, sino para cuando la mercadería viene de China o de Estados Unidos. O sea que esto 
no tiene nada que ver con nada, es para confundir. 


El ejemplo de 18 de Julio y Ejido no tiene nada que ver con ningún escape de impuestos y, si 
lo hubiera, la DGI tiene claros los papeles para poder agarrar fácilmente al infractor. 


Creo que vamos a entender esto mucho más fácilmente porque es como lo que dijo el 
licenciado Serra aquí, cuando habló de la venta de autos de alta gama, en el sentido de que pondrán 
aparte al usuario de zona franca y en competencia con una empresa de plaza que pague el IRAE. Una 
persona física no puede ir a comprar un auto —empadronarlo y salir con él- en zona franca; no existe 
eso porque sería venta al detalle. Nadie acude a una zona franca a comprar un coche, nunca ocurrió, 
es imposible porque, repito, eso sería venta al detalle. No se vende así un auto; el que lo compra es el 
importador de esos coches. Nunca vi un porche en la zona de Florida, en todo el departamento, o sea 
que ese caso no llega al ámbito de mi trabajo. Si alguno se pasa de vivo, esto está regulado porque se 
puso en la reforma tributaria con los precios de transferencia. Si el tipo está de pícaro el problema es 
fácilmente solucionable. Si está teniendo una renta adicional con respecto a lo que vale del exterior, 
¡pica!, que venga y pague. Tienen absolutamente todo para poder trabajar. 


Realmente no entendemos esto. La desgracia de este país es que no hay diálogos sino 
monólogos y, desde el poder, los monólogos son facilísimos. Nosotros juntamos 10.000 firmas que, 
para Florida, es mucho. Pedimos diálogo. Juntamos de vuelta 10.000 firmas y se movilizó toda la 
población en defensa de sus centros de trabajo. Pedíamos diálogo —y lo seguimos haciendo— y no 
regalos porque si nos tenemos que comer el sapo, nos comemos el sapo, pero dígannos por qué. Nos 
parece que merecemos un mínimo de respeto ciudadano y, además, no estamos en dictadura. Son las 
fuerzas progresistas que están en el poder y yo les exijo: dialoguen, digannos el por qué. Realmente, 
esto no es una petición, sino una exigencia republicana de un empresario y ciudadano. ¡Díganme qué 
carajo, por qué no atienden! ¡Se cierran en la fortaleza del poder! Eso no fue lo que se dijo. ¡Den las 
razones! Hacemos lo que quieran; si hemos estado dispuestos a dar la vida, no vamos a andar 
jodiendo por una zonita franca. ¡Por favor! ¡Mañana cantan los pajaritos! Esto pasa y sigue de largo, 
pero queremos que nos den una razón, porque no es así. 


Hoy he tomado la decisión de enfocarme en mi problema y, en ese sentido, quiero decir que 
uno no es flor de invernadero, que está aislado de la situación de la sociedad. No puedo decir que en la 
zona franca que yo dirijo no haya relajo, pero puedo aseverar que es en la que hay menos relajo en el 
país, y están siendo potenciadas y permitidas, y poniendo de ejemplo con el escándalo más absoluto, 
las cosas más espantosas con respecto a lo que hemos predicado toda la vida. 


Es así, entonces, que voy a presentar un proyecto alternativo a este que está, porque el que 
todo lo quiere, sin nada se queda. Por lo visto, el Poder Ejecutivo y los señores parlamentarios ya han 
tomado una decisión de que esto va y va. Me quedo con la espina tragada de no saber por qué va y va, 
porque siendo parte interesada, no me dejaron hablar, y hay un montón de inversión ahí. Pero en plan 
fascista: va y va. ¡Viva el fascismo, entonces! ¡Así serán las cosas! Reitero que vamos a presentar una 
propuesta alternativa que haré llegar después a la comisión porque lo redacté y lo volví a mirar para 
que si se quiere entender se entienda y si no, que sepan los pueblos del interior que han sido 
traicionados en el Senado de la República. 


Esta es nuestra visión. 
Muchas gracias. Si hay alguna pregunta, gustoso la responderé 
SEÑOR LLOVET.- Soy el presidente de Lideral Sociedad Anónima, dueña de Zona Franca Libertad. 


Voy a leer dos páginas que escribí —voy a dejar una copia a la comisión— porque creo que el 
tema es complejo y escribiendo se piensa mejor y se puede ser más explicativo en sus fundamentos. 


Dice así: «Montevideo, 15 de diciembre de 2016 
Señores de la 
Comisión de Hacienda de la Cámara de Senadores. 
Presente. 


Con referencia a la invitación por Uds. formulada para concurrir a vuestra sesión del día de la 
fecha con el fin de escuchar nuestra posición respecto del proyecto de modificación de la Ley de Zonas 
Francas, tenemos el agrado —sin perjuicio de nuestra intervención oral- de dejar el presente 
memorándum que reafirma nuestra posición respecto del art. 9.” del último proyecto remitido por el 
Ministerio de Economía y Finanzas, y que en reiteradas oportunidades hemos hecho llegar al seno de 
esta comisión. 


A modo de resumen, dicho artículo distingue dos tipos de actividades que pueden realizar los 
usuarios de zonas francas: a) aquellas de carácter sustantivas que constituyen las que 
indefectiblemente deben realizarse dentro del recinto franco, y b) las complementarias o secundarias 


que podrían realizarse fuera de la zona franca, y que las zonas francas del interior de la República 
aspiran a que puedan realizarse en la capital de nuestro país, es decir, en Montevideo. 


Es momento de recordar, que el régimen de zonas francas fue creado en el año 1923 con el 
fin de procurar la creación de polos de desarrollo en el interior de nuestro país, de modo tal de 
favorecer la descentralización de la actividad comercial e industrial que por la propia realidad de 
nuestro país se concentraba en Montevideo, situación vigente hasta el presente. 


Este criterio, que a partir de la Ley n.* 15921 se ha visto en parte desvirtuado, igualmente ha 
servido para que la natural expansión del régimen de zonas francas otorgara al país beneficios de 
extraordinario valor y desarrollo. Sin perjuicio de ello, debe reconocerse la realidad que constituye el 
centralismo de Montevideo, en cuanto a los servicios administrativos, de transporte aéreo y marítimo, 
bancarios y de servicios generales que debe brindarse al eventual interesado en desarrollar actividades 
comerciales, industriales o de servicios en nuestro país. 


Pero lo que resulta paradójico es que, para las zonas francas del interior de nuestro país, el 
desafío mayor no se da en las actividades sustanciales a realizarse en las zonas francas, sino en las 
actividades complementarias o secundarias que indefectiblemente deben llevarse a cabo en 
Montevideo, desde los primeros contactos personales con los eventuales futuros usuarios hasta los 
necesarios contactos bancarios, servicios del Estado, de seguros, aduaneros, sanitarios, etcétera, 
imprescindibles para la concreción de sus negocios. 


Por todo lo expuesto es que solicitamos se incluya un párrafo final al artículo 9. del nuevo 
proyecto de ley que establezca: “Con respecto a los usuarios de las zonas francas ubicadas fuera del 
departamento de Montevideo, podrán desarrollar actividades fuera de las mismas, siempre que estas 
tengan una naturaleza complementaria de la actividad sustantiva para la que fueron autorizadas a 
operar en la respectiva zona franca. A estos efectos se consideran como actividades complementarias: 
las relaciones públicas, el manejo de documentación auxiliar y la cobranza de bienes y servicios”. 


Esta oficina auxiliar no constituye ninguna ventaja comparativa ni de competencia desleal 
con los usuarios de las zonas francas ubicadas dentro del área metropolitana, dado que estos ya 
gozan naturalmente de esta facilidad; se trata únicamente de igualar las condiciones accesorias o 
complementarias que facilitan la realización de aquellas actividades esenciales o sustantivas que 
constituirán el futuro polo de desarrollo en los lugares del interior aledaños a la zona franca. 


Los representantes del Poder Ejecutivo han fundamentado su posición contraria ante esta 
Comisión de Hacienda, estableciendo que el texto legal vigente no autoriza la realización de ningún 
tipo de actividad fuera de la zona franca.» 


Dejando por un momento la lectura del documento quiero referirme a cuál fue la razón de 
que se incluyera este artículo en la Ley n.* 15921. Cualquier sociedad anónima uruguaya podía hacer 
actividades tanto en el país como en las zonas francas. Eso obligaba a que esas sociedades llevaran 
doble contabilidad porque la parte de su actividad en zona franca no pagaba ningún tipo de impuestos 
mientras que lo que hacían en la zona no franca sí pagaba, situación que llevó en muchos casos a 
confusiones. Por eso se estableció este artículo en el cual se dice que las sociedades que trabajan en 
las zonas francas no pueden hacer otras actividades fuera de ellas. Nunca se pensó con la finalidad de 
evitar que las actividades secundarias se pudieran hacer fuera de las zonas francas; simplemente se 
intentó ordenar la parte contable de estas empresas. Tanto es así que todos los que operábamos hasta 
ese momento en las zonas francas del país tuvimos que hacer los cambios estatutarios 
correspondientes para quitar la facultad de poder actuar con esas sociedades fuera de las zonas 
francas. Reitero, en el artículo no se dijo especificamente que las actividades sustantivas como las 
secundarias se tenían que cumplir dentro de las zonas francas. Es más, todas las sociedades de zonas 
francas, posteriormente a la sanción de esta ley, siguieron cumpliendo sus actividades en Montevideo y 
las autoridades nacionales tenían pleno conocimiento de esta situación. A pesar de que se podía haber 
argumentado que no podían operar fuera de las zonas francas, se siguió operando sin ningún tipo de 
inconvenientes, hasta que en el 2011 —como hizo referencia el presidente de la Zona Franca de 
Florida— las autoridades de DGl cambiaron de criterio y empezaron a aplicar literalmente ese artículo, a 
pesar de que en su filosofía no fue esa la finalidad que se buscó. 


Por lo tanto, consideramos que es fundamental —como lo sostienen algunos integrantes de la 
Comisión de Hacienda— la modificación de ese artículo porque estricta y literalmente sostiene esa 
incompatibilidad. 


Ahora sigo con el escrito que continua así: «Es justamente por este argumento que 
solicitamos la inclusión del párrafo final al art. 9.? del proyecto, referido específicamente a las zonas 
francas del interior del país. Este reconocimiento facilita lograr aquella intención política de 
contrarrestar el centralismo de Montevideo, no significando ninguna perforación al régimen tributario 
nacional. 


Sin perjuicio de todo lo señalado, debemos recordar a la Comisión que un aspirante a 
usuario de zona franca debe firmar un contrato con el explotador correspondiente y el mismo debe ser 
aprobado por el Área Zona Franca. A estos efectos se le exige la presentación de un plan de negocios 
que se adjunta a todos los antecedentes y es parte fundamental del mismo. En este contrato podrían 
quedar definidas y autorizadas aquellas actividades secundarias que el usuario de una zona franca del 
interior podría realizar en una oficina ubicada en Montevideo. 


El hecho que algunas empresas usuarias hayan cometido delitos y fueran perseguidas por la 
DGI, consideramos que es el procedimiento lógico al que deben estar sometidos todos los usuarios, 
independientemente si están en una zona franca del área metropolitana o en el interior del país. Pero 
según nuestro conocimiento, la mayoría de los ilícitos cometidos fueron detectados en las zonas 
francas que operan en Montevideo. 


Sin otro particular y con la esperanza que se sancionen normas que conlleven facilitar la 
creación de fuentes de trabajo fuera del área metropolitana, reciban nuestros atentos saludos». 


SEÑOR TROMBOTTTI.- Vengo en representación de la Zona Franca de Libertad. 


Quiero hacer una aclaración. El tema de tener una oficina para algo meramente auxiliar, no 
es porque no se quiera tener estructuras en la zona franca. Zona Franca Libertad ha presentado un 
proyecto de más de USD 10:000.000 para hacer un plan tecnológico con fibra óptica y oficinas 
para los muchachos del interior que tienen que venir a Montevideo a hacer todo el tema de software. 
Lo hemos presentado en el área de zona franca. Eso va a emplear a más de 250 personas y tenemos 
otro proyecto a presentar con una fábrica que ocupará a 250 personas más. Pero, ¿qué 
sucede? Para poder crear eso se debe 
tener, por lo menos, una oficina para relaciones públicas, porque cuando viene un inversor del exterior 
por diez horas, tenemos que estar cerca del aeropuerto, en Montevideo que es donde está todo, 
porque no va a ir a Florida, a Libertad, a Cerro Largo ni a ningún lado, va a estar pocas horas en el 
territorio nacional. Entonces, la única forma es poder recibirlo de esa manera. De hecho, estamos 
viendo delegaciones de Uruguay que van a buscar al inversor. Eso se ve permanentemente y está 
perfecto que así sea. 


Creemos que esta ley que se propone es muy buena, pero tiene ese detalle que para nosotros 
es muy importante. Estamos actuando en consonancia a la dirección del Ministerio de Economía y 
Finanzas en cuanto a la tecnología. Estamos poblando de tecnología toda la zona franca de Libertad y 
estamos buscando y vamos a lograr cambiar la matriz de trabajo que hay en Libertad y San José que 
es más trabajo que no es calificado. Estamos haciendo un convenio con la UTU para poder calificar 
todo eso, porque desde la Administración es lo que se está haciendo y nosotros estamos en 
consonancia, pero necesitamos tener como mínimo una oficina para captar inversiones. 


SEÑOR CAMY.- Damos la bienvenida a los representantes de los directorios de las zonas francas de 
Florida y Libertad. 


Vamos a honrar la tradición parlamentaria de abocarnos a hacer las preguntas pertinentes y 
considerando que la comisión tiene más delegaciones para recibir que se referirán a este tema, 
dejamos para después de recibir a los visitantes el planteo de algunas consideraciones. 


En la jornada de hoy he recibido una carta del intendente de Florida que quiero dar a conocer 
a los restantes integrantes de la comisión. 


También quiero hacer un planteamiento sobre un pedido de informes que hice el 14 de junio al 
Ministerio de Economía y Finanzas sobre este tema específico. Para mi sorpresa, pregunté a fines de 
noviembre —aclaro que el tema no estaba en comisión— simplemente porque estaba haciendo el 
seguimiento de orden que realizamos y el secretario del Senado me comunicó que se había 
traspapelado y no lo habían enviado. Acá tengo la notificación por escrito que pedí —el 25 de noviembre 
se ingresó al Ministerio de Economía y Finanzas- y tiene directamente que ver con este tema puntual, 
lo cual me genera una alarma importante. 


Además, haré algunas consideraciones de fondo sobre este tema que, como fue claramente 
ratificado hoy, es muy profundo. Adelanto que no creo que estemos en condiciones de considerarlo y 
de votarlo este año por los temas que vamos a plantear. 


Quiero hacer preguntas concretas. 


Me preocupan algunos de los planteos del señor Calachi, quien ha demostrado que es un 
amplio conocedor del tema. Tomé nota expresa de algunos puntos. Por ejemplo, habló de que la DGI 
llevó adelante cualquier disparate, incluso dijo tener grabaciones y papeles que fundamentan lo que 
señaló. Habló de avasallamiento de los derechos ciudadanos, de que tiene las pruebas de los dichos: 
«Te voy a matar», por parte de inspectores de la DGl a empresarios-usuarios de esa zona franca. 
Comentó que, como alternativa, le dijeron: «Andate a una zona franca de la capital». 


Quiero preguntar expresamente al señor Calachi, primero, si tiene una cuantificación 
aproximada, a partir de 2011 —cuando, según denuncia, empieza ese cambio de actitud en la DGI de 
parte de los inspectores—, de las empresas que rescindieron contrato con la zona franca de Florida y 
qué porcentaje aproximado le consta que hayan tenido como destino, a partir de ahí, instalarse en 
zonas de Montevideo. ¿Cuánto repercutió eso en el plano laboral para Florida? 


Aclaro expresamente aquí que vamos a plantear después en la comisión —por supuesto no 
delante de quienes nos visitan— que se amplíen datos con respecto a ese tipo de denuncias y vamos a 
solicitar mayor información porque, a mi juicio, esto amerita una investigación. No se puede tolerar que 
en el Senado de la república se tenga conocimiento de denuncias de este tenor. Realmente esto me 
preocupa sobremanera, porque son denuncias extremadamente graves. 


Por lo tanto, si incluso lo sumo —tomé nota textual- a lo que señalaba el doctor Llovet 
respecto a que, según nuestro conocimiento, la mayoría de los ilícitos cometidos fueron detectados en 
las zonas francas que operan en Montevideo, por lo menos tengo el derecho y la obligación de actuar 
en consecuencia, de estudiar y de investigar mucho más estos temas. Me preocupan a tal punto que 
hasta dejan en un segundo plano el trasfondo conceptual principal de todo esto que es, lisa y 
llanamente, el único fracaso en el continente sudamericano del modelo de las zonas francas de 1923 a 
esta parte, que casi en doscientas hectáreas están concentradas en la capital del país y no en el 
interior. Es más, las únicas dos que están quedando y que, a mi juicio, tenemos que defender, son las 
dos más próximas a Montevideo. 


Gracias. 
SEÑOR AMORÍN.- Por supuesto doy la bienvenida a la visita. 
Hay mucho para hablar, pero queremos ver si podemos aportar para que esta ley salga bien. 


Es evidente que el artículo 9. nos preocupa a todos y no desde ahora porque antes era el 
número no sé cuánto de las rendiciones de cuentas de 2010 y de 2011 —dos seguidas— es decir que el 
tema, más o menos, ya lo conocemos. 


La pregunta bien concreta es: con el agregado que plantea el doctor Llovet —presidente de la 
zona franca Libertad—, ¿la situación mejoraría sustancialmente? 


Es evidente que el problema es que las zonas francas de Florida y Libertad están 
relativamente lejos de Montevideo y que los negocios están aquí. Entonces, parte de la actividad —no la 
sustancial- la realizaban sin ningún inconveniente hasta el 2011, pero a partir de ese año quedó en tela 
de juicio. La DGl decía una cosa y en las zonas francas actuaban de otra manera. Hoy la DGI quiere 
poner en la ley lo que ellos sostienen. 


Por lo tanto, pretendemos —estoy seguro que toda la comisión, votemos lo que votemos— que 
las zonas francas del interior funcionen y den trabajo a la gente. Para eso estamos acá nosotros. 


La pregunta bien concreta es, repito, con el agregado que plantea el doctor Llovet al artículo 
9.” ¿es suficiente para que puedan hacer las gestiones necesarias en Montevideo para que las zonas 
francas no tengan esta dificultad? ¿Por qué hago esta pregunta? Tenemos este tema a estudio hace 
bastante tiempo. A lo mejor no se vota, pero es probable que sí porque hay algunas cosas interesantes 
en este proyecto de ley. Por ejemplo, se da la posibilidad a zonas francas audiovisuales a que se cree 
una nueva actividad que funcione en Uruguay y, por lo tanto, hay interés en que este proyecto de ley se 
apruebe, aunque no de cualquier manera. 


Reitero: no votaremos el artículo 9.” tal como está, como no lo votamos antes y como 
tampoco lo hizo el Senado en general, por las explicaciones que, en su momento, traían los proyecto 
de ley de rendición de cuentas que tenían algo parecido a esto. 


Vuelvo a repetir: con el agregado que plantea el doctor Llovet, ¿se soluciona, se facilita, se 
allana el camino? 


SEÑOR DELGADO.- Mis palabras están en la misma línea de lo planteado por el señor senador 
Amorín y en parte de lo mencionado por Camy. 


Entendemos que este proyecto de ley que modifica la ley de zona franca, en general — 
excepto en este punto que no es un tema menor— aggiíorna el sistema de la zona franca. Hay algunas 
modificaciones, redacciones e interpretaciones que en su momento propondremos y que son 
colaterales, pero aquí estamos ante un tema medular, no solo para las que hoy están acá, que son las 
únicas que quedan funcionando en el interior, sino haciendo una proyección para aquellas que en el 
futuro puedan generarse. Por lo tanto, no solo hay que pensar en la sustentabilidad de las que están, 
sino también en la de aquellas que se generarán en el futuro. 


Se da una situación muy especial porque las zonas francas que hoy funcionan en el interior — 
hace unos días lo mencionaba el señor senador Camy- son las de Florida y Libertad, y las otras tienen 
que ver con plantas de celulosa. Es más, hoy en la prensa figura una discusión de la interna del Frente 
Amplio sobre la habilitación o no de una zona franca para la nueva planta de UPM, que nosotros 
compartimos. 


Ahora bien, todas estas empresas —no hacemos cuestión; nos parece bien- tienen oficinas 
en Montevideo. Es decir, todas estas zonas francas vinculadas a la instalación de una planta que le 
pone valor agregado a la madera, tienen oficinas en Montevideo y sabemos dónde están. 


Por lo tanto —y vuelvo a lo que decía el señor senador Amorín al final de sus palabras—, creo 
que todos vamos en el mismo sentido. El tema es encontrar una redacción. La ley tenía una 
interpretación, pero cambió luego de 2011 y se convierte en una interpretación restrictiva, que perjudica 
fundamentalmente a las zonas francas del interior —esa es la interpretación de la ley que hace la 
Dirección General Impositiva, que ahora quiere plasmar en este proyecto de ley—, por cuanto estamos 
en un cuello de botella en el cual, si hay voluntad política y con una redacción más adecuada, podemos 
dar sustentabilidad a lo que hay ahora. Pero, además, interesa para adelante, no interesa solamente lo 
que está hoy sino poder proyectar a futuro diferentes zonas francas, con un sentido más integral. El 


señor senador Camy mencionó algunos ejemplos en América Latina, pero Uruguay va a contrapelo de 
todo eso. 


El doctor Llovet hizo una propuesta —le pedimos que deje el material a la secretaría de la 
comisión—- que agrega un párrafo final al artículo en cuestión, lo que aparentemente zanjaría el 
problema. Pero es importante saber si realmente lo zanja, si las zonas francas que hoy operan en el 
interior están funcionando. Reitero: no estoy hablando de las zonas francas vinculadas con la industria 
de la celulosa —esa es otra realidad y se maneja de otra forma-—, sino a las que hoy están funcionando 
como zona franca tradicional, como la de Libertad y la de Florida. Pienso que podríamos considerar en 
la comisión esa redacción o alguna que se pueda consensuar con la visita. Es muy importante hacerlo 
ahora porque las instancias de discusión que quedan no son muchas. Ojalá esto genere reflexión para 
dar otra discusión porque en algún momento tendremos que considerar algún proyecto, por lo menos 
sustitutivo, o algún agregado al artículo en cuestión que permita o habilite zanjar las discusiones de 
interpretación de la Dirección General Impositiva. También debería permitir, a nuestro juicio —lo ha 
manifestado tanto el señor senador Camy como quien habla—, que las zonas francas que hoy operan 
en el interior sigan funcionando y, sobre todo, que se de la posibilidad de que se instalen otras. En un 
sentido de proyección nacional, esa es una visión más integradora de cómo debería ser el sistema de 
zonas francas en nuestro país. 


En cuanto al resto de la ley, en general, creemos que tiene aspectos positivos. La pregunta a 
formular —aunque no es sustancial, pero aprovechando la visita- es si para alguno de los otros 
artículos de la ley también tienen alguna sugerencia de modificación. Reitero: no es medular, pero es 
una oportunidad para que si además del artículo en cuestión hay modificaciones vinculadas con las 
actividades no sustantivas, las accesorias, con oficinas en la capital. De ser así, me parece que sería 
conveniente plantearlo en comisión. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Simplemente quiero dejar una constancia. Como bien dijo el señor 
senador Amorín, hace muchos meses que estamos considerando este tema; es más, viene de la 
legislatura anterior. 


De acuerdo con lo que hemos leído y la información que nos aportan los visitantes, la 
primera afirmación que surge es que el sistema proyectado en el año 1923, del siglo pasado, parece 
que no tuvo el resultado proyectado, ya que era para desarrollar actividades preferentemente en el 
interior y combatir el viejo centralismo y la macrocefalia que tiene nuestro país. Me parece que toda 
conducta que lleve a mejorar el sistema y su proyección en el resto del país, no debe ser desoída. 


Por otra parte, se constata que el centralismo se comió la ley del año 1923, porque todos 
vienen a Montevideo, por razones obvias: están los medios de comunicación, el sector financiero, todo 
está en la capital. Entonces, en el Uruguay la descentralización es un bien político que se va tratando 
de instalar pero muy lentamente, no es de abracadabra. Esa es la primera constatación. 


Por lo tanto, quería decir que aplaudo la idea del doctor Llovet, así como la de las actividades 
que se hacen en Libertad y en Florida —lo han dicho Calachi y Trombotti—, y lo que habría que hacer, 
entonces, es mejorar la redacción del artículo 9.2 porque algunas de las actividades que no son 
sustantivas se permiten en forma excepcional y, por lo tanto, habría que hacerlas de manera 
permanente. A mi modo de ver, si puede hacerse algo en forma excepcional, debería examinarse la 
posibilidad de darle carácter permanente. No creo que en este cúmulo de artículos y de temas, la DGI 
no pueda controlar mejor o algo por el estilo. Tiene amplios poderes como para que nada se le oponga. 
Me parece que todo lo que inspire un mayor desarrollo de la filosofía del año 1923 —que fue muy sabia 
porque evidentemente el Uruguay ya nació así, con un Montevideo muy aglutinante—, sería un buen 
camino. No sé si en el futuro no habrá que estudiar también algún tipo de beneficio que diferencie pero 
en sentido contrario o flechado hacia el interior. Si no, ¿cuál es el sentido de la ley del año 19237? Me 
parece que ese es un tema que deberíamos volver a examinar junto con el Poder Ejecutivo y con las 
autoridades impositivas y aduaneras. Las zonas francas que se han desarrollado bien, como las de 
Colonia, Libertad o Florida, han traído beneficios. Desconozco cuál es la actividad de las de Rivera, 
aunque quizá el señor senador Heber me pueda decir, pero creo que no se ha desarrollado demasiado. 
Me parece que este es un tema que hay que seguir examinando y no quedarnos solo con este 
proyecto de ley. Más allá de que tenemos los problemas del Mercosur, hemos salvado el tema de las 


zonas francas porque el país ha creído que deben y que pueden prestar una función muy positiva para 
la economía y para el trabajo de la ciudadanía y de las empresas. En lo personal lo voy a consultar 
luego con la bancada. Por supuesto que está bien como reclamaba Calachi usar esta comisión como 
puente. Quédese tranquilo, que estamos contestes en eso y tenemos el oído presto a sus reclamos. 


SEÑOR MICHELINI.- La DGI tiene la visión de que de no aprobarse la ley tal como viene, con el 
artículo 9. o con una modificación como la que plantea la delegación que nos visita y de acuerdo con 
su interpretación, el régimen actual va a ser mucho más restrictivo y, por lo tanto, ha tenido una actitud 
un poco más laxa en la medida en que el Parlamento está tratando un proyecto de ley. Si tuvieran que 
aplicar la ley tal cual está —no hablo de los textos posibles o de los que están planteando nuestros 
visitantes—, la situación sería de restricción absoluta. ¿Esta es la interpretación que tienen ustedes? 


SEÑOR CALACHI.- Me parece maravillosa su pregunta porque arroja mucha luz al problema. La DGI 
tiene los elementos necesarios y suficientes para controlar y poner en su sitio al que no está haciendo 
las cosas bien. Al fin y al cabo, con una redacción vieja el que ha hablado ha sido el TCA. El Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo en forma rotunda y masiva ha masacrado a la DGI hablándole sobre 
su mal accionar. Pierde todos casi todos los juicios. El terror que tiene la DGI es lo que le espera el año 
que viene. Señor senador: en el marco en el que se realizaron estas inspecciones se impuso el terror. 
El capital es débil. La gente tiene miedo y paga. En ese momento muchísima gente pagó. Esos que 
pagaron me llaman por teléfono y me dicen: «Calachi: ¿Puedo reclamar?» Y yo les digo: «Y si pagaste 
viejo, andá a reclamar a donde cayó el avión». Ahora, unos cuantos resistieron los atropellos —siempre 
hay algunos valientes- y están dispuestos a venir a declarar aquí al Senado. Aclaro que estoy 
hablando de mis clientes, aunque también soy parte de esto. Hay gente que es valiente, que puso en 
juego fortunas personales y que depositó inmensas cantidades de dinero para poder seguir trabajando, 
ya que la DGI los embargó y los pasó a la justicia penal. Sin embargo, resistieron y el TCA masacró a 
la DGI. Contestando al señor senador, debo decir que el tema está laudado: la DGI procedió mal. 


SEÑOR MICHELINI.- Entonces, ustedes prefieren que se mantenga el marco actual. 


SEÑOR CALACH!I.- En lo personal, lo prefiero si se interpreta esto correctamente, teniendo en cuenta 
que lo que importa es la fuente y no esta interpretación moderna, vinculada a intereses particulares, 
que a los que andamos por la calle nos deja un sabor amargo por la simultaneidad de la inauguración 
de zonas, los problemas que ocurrieron inmediatamente con la DGI y hacia dónde se condujeron los 
clientes. Todo esto deja olor a podrido y, en lo personal, prefiero que quede como está. Si tengo que 
elegir entre lo que está vigente y lo que se prevé, elijo lo que hoy tenemos porque la DGI marcha en 
todos los juicios. Quiero alertar a los señores senadores sobre esto. Los ciudadanos, señor senador 
Michelini, no pueden con las fuerzas represoras y, al fin y al cabo, la DGI es la policía fiscal, la que 
reúne el dinero para las escuelas, los liceos, los empleados públicos y las jubilaciones. Entonces, si la 
DGI es débil, estamos liquidados; necesitamos una DGI fuerte porque de lo contrario, con el chamullo 
suavecito los señores no largan dinero. Lo cierto es que hay un equilibrio débil entre hasta dónde, 
cómo y cuánto. Por supuesto que estoy hablando desde mi perspectiva, pero lo hago mirándolos a los 
ojos y pueden creer que tengo pruebas suficientes y necesarias para que ustedes se vistan de 
vergúenza al enterarse lo que hizo la DGI de la patria. Entonces, creo que se han rebasado todos los 
límites. Si se fuera por el camino razonable, la DGI entiende esto y el otro algo diferente, y vamos a 
juicio, la DGl pierde. Puedo afirmarlo porque he estudiado un montón de sentencias y el grueso de 
ellas comenzarán a salir el año que viene. En ese momento, la DGl va a tener que empezar a devolver 
mucho dinero, gracias al valor de unos cuantos. La gran mayoría se asustó y pagó. Voy a mencionar el 
caso de una persona al que la DGI para llegar un acuerdo le pidió USD 190.000. Como no acordó, lo 
embargó en USD 200:000.000 —tome nota- y lo mandó a la justicia penal. Tenía que pagar USD 
190.000, entendió que no debía hacerlo y se lo embargó por USD 200:000.000. Entonces, se le 
negaron certificados para poder andar por ahí y se lo trató de delincuente en todos lados. A esta 
persona le dijeron que lo iban a matar si no arreglaba. 


Quiero mucho a mi país, no sé si tanto como el señor senador Michelini pero créame que sí 
de la misma forma. No estoy aquí para armar escándalos y por eso vine a hablar del tema que tiene 
que ver con mi trabajo, con el trabajo en el interior, en la empresa que represento. Estoy diciendo la 
verdad y estoy dispuesto a exponerme a la justicia penal, a donde me lleven y a que me pregunten el 
porqué de mis dichos. Tengo 71 años, fui militante de izquierda de toda la vida, vengo del fondo de la 
historia y no voy a empeñar mi palabra y a decir algo que no es cierto; es mucho lo que está en juego y 


no voy a mentir delante de gente a la que quiero tanto. Puedo estar equivocado pero esto es lo que 
siento y hablo con lealtad, por el bien del país, que es algo que está mucho más allá de mis intereses 
personales. Le aseguro que si me pregunta mi opinión sobre las zonas francas, le asustaría mi 
respuesta pero no quiero hablar de eso. Estas son las reglas de juego, estamos en esto y hay que 
seguir andando. 


SEÑOR LLOVET.- No logro entender el sentido de la pregunta del señor senador Michelini. 
SEÑOR MICHELINI.- Fui claro. 
SEÑOR LLOVET.- Sí, pero no lo entiendo. 


Hace dos años que estamos estudiando un proyecto de ley para ajustar el régimen de zona 
franca. Hay que aclarar que hemos visto que ante determinadas situaciones la ley anterior dijo una 
cosa y la administración actuó reconociendo otra realidad. Eso lleva, indefectiblemente, a que si 
tenemos una buena función legislativa debemos adaptar la ley a la realidad de las situaciones. Desde 
mi punto de vista —como abogado- no me cabe ninguna duda de que hay que modificar la ley, 
adaptarla a lo que los legisladores quieren que se contemple. Si los legisladores quieren contemplar 
actividades sustantivas para una zona franca y actividades totalmente secundarias o complementarias 
que no tienen por qué realizarse dentro de la zona franca sin romper su principio o su filosofía, hay que 
adaptar la legislación. Es decir que con respecto a la pregunta sobre si queremos la ley actual, digo 
que no me sirve actuar con una ley que la administración reconoce que no se ajusta a la realidad y 
admite que se actúe de otra manera, no siguiendo literalmente lo que dice la propia ley. Por lo tanto, 
creo que la pregunta es absurda. Si la realidad es otra tenemos que modificar la ley y bien, porque esa 
es la posibilidad para que las zonas francas del interior puedan funcionar; si no, se terminan. En 
realidad, no es que se terminen, pero van a tener más dificultades. Las podrán vencer como las hemos 
vencido nosotros en Libertad, pero con un esfuerzo que no tiene sentido y en contra —diría— de lo que 
impone literalmente la ley. No me cabe ninguna duda de que es mucho mejor modificar la ley de 
acuerdo con lo que pensamos y si hay consenso en cuanto a que dentro de la zona franca se tienen 
que hacer las actividades sustantivas y que las complementarias pueden hacerse en Montevideo, 
reconociendo la realidad de lo que es el Uruguay, tenemos que contemplar eso. 


El senador Martínez Huelmo preguntaba si queremos modificar algún otro punto. La realidad 
es que para nosotros el artículo 9. es fundamental. Desde el año 2011 la impositiva ha hecho una 
interpretación letrista o quiere hacer, porque si bien ha creado multas, como dice el senador Michelini, 
no las ha aplicado estrictamente porque si lo hiciera las zonas francas del interior se terminarían. 


Existe en el Uruguay una cámara —que luego van a recibir los senadores— respecto a la cual 
nosotros, como zona franca del interior, en este punto nos sentimos muy desamparados. Es evidente 
que esto conspira un poco contra ellos porque si nosotros dejáramos de existir, todos los clientes que 
hemos logrado con el esfuerzo de muchos años, se los llevarían para Montevideo. Se hacen los 
distraídos y acá no pasa nada. Por lo tanto, en este punto queremos decir que Florida no es socio de la 
cámara, nosotros sí lo somos, y realmente no sentimos que hayamos tenido un importante apoyo. 
Nuestra filosofía es que el artículo 9. es el que nos incumbe directamente. La cámara no toma esa 
bandera como lo hacemos nosotros; el resto que lo estudie la cámara que tiene asesores de todo tipo y 
calibre. Nosotros apoyamos todo lo que dicen ellos, no los contradecimos en nada. Si han estudiado el 
tema y quieren llevarlo de alguna manera nos allanamos a lo que ellos dicen; no tenemos nada que 
objetar en este sentido. 


Por otro lado, en el artículo que propusimos hemos tratado de contemplar las distintas 
posiciones, nuestras inquietudes básicas y que no «abusara» —dicho esto entre comillas- con 
facultades que podrían ser objetadas. Hay un concepto de lo que es una actividad secundaria y, sobre 
todo, en la parte comercial, no está estrictamente definido lo que es sustancial o complementario. 
Tratamos de eliminar todos aquellos puntos que pudieran ser de dudosa aplicabilidad. Si, de repente, 
hablamos de facturación, como en una propuesta anterior, nos pueden decir que en determinada 
actividad comercial es sustantiva y no complementaria. Entonces, para evitar eso, no hablemos de 
facturación. Por supuesto que no nos oponemos a que se hable de facturación sino que simplemente 
decimos que este podría ser un elemento que ocasionara alguna disputa en la que surgiera un manto 


de duda acerca de si realmente es una actividad complementaria o no. Para nosotros quizás eso no 
sea capital para nada y si hablar de la facturación puede dar lugar a disputa, suprimámoslo. 


También está el caso de las relaciones públicas, si se deja que se desarrollen fuera de las 
zonas francas. Las relaciones públicas no son un elemento sustancial pero nos permite reunirnos en 
Montevideo con los bancos y con otras actividades que se desarrollan aquí. Nos da soltura y creo que 
aquí nos manejamos con un término que no va a crear —eso espero— una oposición radical, como se 
podría interpretar de una posición como la del señor senador Michelini. Estamos hablando de tratar de 
crear situaciones que eviten la mayor cantidad de confrontaciones posibles y que se ajusten a la 
filosofía de lo que buscamos, que es una realidad en el país. Aquí no existe ninguna empresa grande 
que esté en el interior del país y que no tenga una oficina en Montevideo; así pasa con las oficinas 
públicas, las intendencias, etcétera; esta es una realidad. No podemos escapar a lo que es el Uruguay; 
tal vez sea el único caso en el mundo, pero lo es, no sé de otro país en el que el 50 % de la población 
esté en un punto —Montevideo- donde convergen, además, todas las líneas aéreas, las 
comunicaciones, todo. Entonces, es una realidad que hay que reconocer, ¡qué vamos a hacer! 


Esa es la filosofía. Por supuesto que es bienvenida la propuesta del contador de dejar más 
establecido cuáles son las actividades secundarias para que no haya ningún tipo de duda pero, de 
repente, eso puede ocasionar un enfrentamiento que lleve a que se empantane todo el asunto. 


Esa es la realidad, nada más. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que no hice una pregunta absurda aunque pude haberla hecho; de ser así, 
pido disculpas. Para tener las cosas claras, uno trata de preguntar y no de hacer discursos aquí. 


La DGI tiene una interpretación de que el régimen actual es más duro que el artículo 9.* en la 
última versión. Esa es, repito, la interpretación de la DGl; no estoy hablando de lo que podamos decir 
los senadores o senadoras. 


Lo que pregunté es si tenían la misma interpretación y eso se puede contestar con un «sí» o 
con un «no». Y pregunté, además —no me parece que estas sean preguntas absurdas-— si era mejor el 
régimen actual al régimen propuesto y, en ambos casos, uno de los integrantes de la delegación 
contestó que la interpretación de la DGI no es la que tienen ellos y, además, dijo: «la nuestra está 
amparada por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo en más de una sentencia». Y entre el 
régimen actual y el que viene en la última versión —no los posibles— se nos dice «preferimos quedarnos 
con este», es decir, con el sistema actual, con la ley actual. A su vez, si no interpreté mal, usted dice 
que prefiere una modificación que se establezca a texto expreso para que las cosas estén claras. Me 
llevo ese mensaje. Creo que mi pregunta no fue tan absurda porque, por lo menos, yo entendí algo de 
lo que ustedes quieren. 


SEÑOR LLOVET.- Yo no usé el término «absurdo», eso lo habrá interpretado usted por mi 
contestación. 


SEÑOR MICHELINI.- Lea la versión taquigráfica. 
SEÑOR LLOVET.- Lo que dije fue que no entendía la finalidad de la pregunta. 


SEÑOR CALACHI.- Señor senador: usted puso blanco o negro; no me dio opción de que yo 
desarrollara, sino que dijo: «La DGI entiende esto o esto» En facultad sería multiple choice: a) o b). 
Tengo que elegir entre que me maten fusilado o ahorcado, no me dio otras posibilidades. Se debería 
llegar a esto mediante una redacción como está haciendo la gente de Libertad, que yo la tengo, pero 
no coincide con la de ellos porque, tal vez, tengamos necesidades diferentes porque a su vez, entre 
nosotros, estando los dos en el interior, también tenemos nuestras contradicciones. Yo puedo pensar 
una cosa y él otra. 


SEÑOR MICHELINI.- Para mí fueron claros, no hay confusión alguna. 


SEÑOR CALACHI.- Quiero decir que yo también apuesto al diálogo; yo también estoy por la 
transacción, y yo también estoy por una oficina en Montevideo. Lo mejor era como se interpretaba 
hasta el 2011, pero la DGl cambió y creo que fue en forma equivocada y de esta forma no me deja 
trabajar. No se puede pedir a la gente lo que no puede dar; lo que me piden con este proyecto, me 
mata, y ya me vienen matando y erosionando, porque tenemos la mitad de clientes que están acá, la 
mayoría pagando fortunas. 


SEÑOR HEBER.- A esta altura tenemos una situación clara y más que una pregunta voy a hacer 
alguna consideración para saber si estoy en lo cierto. 


La situación vigente está generando juicios que la DGl viene perdiendo, o sea, que no tiene 
amparo legal y viene con un artículo para que no siga perdiendo los juicios en el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. Eso no es correcto porque desnaturaliza la intención del legislador. El 
artículo que propone el doctor Llovet establece que se dejen hacer actividades complementarias en 
oficinas, como las relaciones públicas, el manejo de documentación auxiliar y la cobranza de bienes; 
no entiendo por qué no se puede facturar, creo que también se debería hacer. ¿Por qué no se puede? 
Eso es un capricho, no hay actividad sustancial en la oficina que tienen las zonas francas en 
Montevideo; ahora bien que no se pueda manejar la documentación, que no se pueda cobrar y recibir, 
la verdad que yo no entiendo por qué estamos en este tema. Me parece muy bueno el aporte del 
doctor Llovet, al que yo agregaría la facturación. No me parece lógico que no se pueda facturar a un 
cliente, que tenga que ir hasta Libertad o Florida para facturar. Si me dicen que hay un proceso 
productivo o de servicios que se les está dando, ahí sí tiene que actuar la DGI para controlar. Creo que 
estamos a una cruz de camino —este artículo que presenta el doctor Llovet es esclarecedor, porque 
evita juicios y un artículo que flecha la cancha, a los efectos de no perder los juicios— y, naturalmente, 
vamos a seguir con juicios. Me parece que es un gran aporte y deberíamos incluir también la 
facturación. La DGI no debería presionar en este sentido porque no es una actividad sustancial y es 
uno de los servicios que se deben prestar en una oficina. 


Por eso, señora presidenta, simplemente quería esclarecer. Si hoy no actuamos seguirán los 
juicios y la DGl seguirá perdiendo. Pero nadie quiere ir a juicio porque implica gastos, abogados, 
instancias y molestias para los clientes; si viven en situación de juicio permanente, la zona franca del 
interior no va a ser atractiva. 


(Dialogados). 


Es mucha plata la que se está gastando en estos juicios que se pierden, según lo que nos han 
dicho. 


Entonces, deberíamos buscar una solución legislativa que esclarezca esta situación. Todos 
sabemos que no queremos que se realicen actividades de las zonas francas en la oficina. Punto. Ahora 
bien; no veo cuál es el inconveniente en que allí puedan atender a los clientes, les den un café, les 
facturen y les cobren. Me parece de locos que estemos discutiendo esto. Creo que esto responde más 
a Una situación de encono, de enfrentamiento que ha habido por parte de algunos inspectores. 
Parecería que es más una pulseada con las zonas francas del interior con lo cual se va a perjudicar al 
país. Con esto solo se beneficia a los estudios de abogados que van a tener que instalarse allá. 


Como me han hecho señas de que estoy en el razonamiento adecuado, estimo que 
tendríamos que atender este artículo que se ha presentado, con una redacción que asegure que lo que 
se hace es una actividad administrativa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pido disculpas porque realmente calculamos mal el tiempo. Todavía nos 
quedan dos delegaciones por recibir, que desde hace un buen rato están esperando para ser 
escuchadas. Sé que quedaron pendientes algunas preguntas, sobre todo las que planteó el senador 
Camy en relación con algunos datos que quería conocer. En ese sentido, les pediría que fueran muy 
concretos y si no, les solicitaría que lo que quede pendiente nos lo envíen por escrito. 


SEÑOR CAMY.- No tengo inconveniente en que nos envíen esa información por escrito. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Les agradezco mucho que hayan concurrido y que hayan sido tan claros en 
sus planteos. 


SEÑOR CALACHI.- Nos sentimos totalmente consustanciados con lo que expresaron todos los 
senadores. Creo en la buena fe de la gente y pienso que vamos a encontrar un camino de luz. Hay 
que mirar el porvenir; por eso los ojos los tenemos en la frente y no en la nuca. Tenemos que mirar 
para adelante y vamos a seguir caminando. 


Gracias. 


(Se retira de sala la delegación de la Zona Franca de Florida y de Libertad). 


(Ingresa a sala la delegación de la Cámara de Zonas Francas del Uruguay). 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión de Hacienda agradece a los representantes de la Cámara de 
Zonas Francas del Uruguay por haber aceptado la invitación. Como ya es de su conocimiento, 
retomamos el estudio del proyecto de ley relativo a las zonas francas y por tal razón consideramos 
pertinente volver a recabar la opinión de la cámara para ver si podemos aprobarlo. 


SEÑOR DOVAT.- Soy el presidente de la Cámara de Zonas Francas del Uruguay y me acompañan el 
contador Daniel Carriquiry, expresidente e integrante de la cámara y los doctores Carlos Garderes y 
Leonardo Costa, asesores letrados. 


Agradezco a la señora presidenta y a los miembros de la Comisión de Hacienda del Senado 
por la amabilidad de atender a la Cámara de Zonas Francas del Uruguay. 


Como saben, este proyecto de ley que nos convoca ya ha sido profundamente debatido 
desde el año 2012, habiéndose producido incontables cambios. Hace ya cuatro años que estamos 
discutiendo las disposiciones de la ley que nos rige desde 1987. 


Cada vez que escuchamos sobre la necesidad de cambios los justifican diciendo que hay que 
aggiornar las disposiciones actuales porque son viejas, tienen más de treinta años. Muchas veces las 
leyes fueron bien hechas y permiten introducir, a través de la reglamentación, todos los cambios que se 
deseen sin que introduzcan afectaciones a los principios generales que rigen a las zonas francas. 


Lo que aquí afirmamos se comprueba en el siguiente hecho. La Ley  n.* 15921, de diciembre 
de 1987 generó un cambio extraordinario en la realidad económica del país permitiendo la 
incorporación al mercado de trabajo de especialidades que no existían a la fecha de su aprobación. 
Esta ley tuvo la capacidad de adaptación a los extraordinarios cambios que se produjeron en las 
últimas tres décadas. Ello creó el marco para que se desarrollaran las nuevas modalidades de trabajo 
albergando diversos tipos de empresas con tecnologías de punta, cuando aún no se había introducido 
siquiera Internet que recién se incorporaría como una novedad en 1994. Así se crean en nuestras 
zonas francas increíble cantidad de servicios que podrían darse a distancia, llamados actualmente 
servicios globales, que se establecieron como algo innovador, no solo en Uruguay, sino en el 
continente. 


Estas nuevas condiciones introducidas en Uruguay dieron posibilidades extraordinarias a 
nuestros jóvenes, creando empleos nuevos adaptados a las circunstancias del mercado. 


Así, pues, esta ley no solo creó las condiciones para que se desarrollen estos nuevos 
servicios, sino que alimentaron e impulsaron en forma extraordinaria las actividades logísticas, siendo 


este sector uno de los más dinámicos de la economía uruguaya en los últimos años. 


Tampoco quiero dejar de mencionar que la ley de zonas francas de 1987 permitió la 
instalación de dos industrias gigantes de celulosa y actualmente vendría una tercera planta de tamaño 
aún mayor. No ha existido en la historia de este país una inversión tan inmensa, que solo se produce 
porque Uruguay tiene un régimen de zonas francas que concede incentivos pero que genera seguridad 
jurídica basada en un régimen contractual, gran acierto de la Ley  n.” 15921 y de todo esto sin 
aggiornar la ley hasta el día de hoy. 


Llaman la atención los números de contribución al producto bruto, el empleo, la inversión, las 
exportaciones, etcétera, que hoy suministra el Instituto Nacional de Estadística y el área zonas francas. 
El crecimiento es importante y las zonas francas del Uruguay contribuyen efectivamente al desarrollo 
del país. No creemos necesario ni conveniente que acá demos una explicación cuantitativa respecto al 
aporte o al valor agregado que el sector zonas francas hace al país, ya que son ampliamente 
conocidas. Las zonas francas son el buque insignia para convocar inversores, siendo el atractivo más 
conocido a nivel internacional y preferido por las empresas que se instalan en el Uruguay. 


Estos resultados provienen de la confianza en el país, en el régimen jurídico estable y en un 
gran profesionalismo para llevarlo adelante. 


La experiencia nos ha demostrado que la seguridad jurídica es el principal atributo que puede 
mostrar un país para atraer inversión extranjera. El comentario que más ha atraído al inversor ha sido, 
sin lugar a dudas, que en treinta años el país nunca había cambiado las reglas de juego, salvo para 
mejorarlas, existiendo una norma legal expresa que establece la responsabilidad del Estado uruguayo 
por daños y perjuicios durante la vigencia de los contratos si no se le respetan las exoneraciones 
tributarias, beneficios y derechos que concede la ley. Esta es la garantía fundamental de estabilidad de 
las reglas de juego que debemos preservar porque es un valor agregado muy importante. 


Cabe señalar que un cambio trascendente que se había acordado era la ampliación del 
coeficiente de personal extranjero que podía trabajar en zona franca. La ley actual dice que deberá 
existir un mínimo del 75 % de personal uruguayo, permitiéndose así un 25 % de personal extranjero. El 
proyecto de ley que se maneja hace muy poco con el acuerdo de nuestra cámara establecía que se 
subiría el porcentaje máximo de extranjeros al 50 % de la plantilla en el caso de servicios, pero ahora 
se introduce una modificación sustancial a ese acuerdo, volviendo facultativa del Poder Ejecutivo la 
reducción del personal mínimo uruguayo al 50 %. 


Si bien parece obvio, igual argumentaremos por qué es necesario subir el porcentaje de 
extranjeros: en primer lugar, porque hay servicios especializados que así lo ameritan; y, en segundo 
término, porque el país necesita inmigración calificada, gente que venga del exterior con un bagaje de 
conocimientos que no tenemos. Sabemos que sufrimos una gran emigración de cerebros y que 
debemos reponer ese capital. Esta es la gran oportunidad, no solo para traer personal calificado, sino 
para retenerlo. Además, debemos subir por ley el porcentaje de personal extranjero porque el proceso 
burocrático a que se someten las empresas usuarias para lograr que el Poder Ejecutivo autorice una 
excepción a la norma, es muy lento y engorroso. Esto ha llevado, en muchos casos, a crear 
condiciones de inestabilidad legal y tributaria a los usuarios que se les vence el período donde el Poder 
Ejecutivo ha concedido porcentajes mayores al máximo permitido de personal extranjero. 


Normalmente se da una excepción aproximada de un año. Luego, si permanecen las 
situaciones de excepción, el usuario debe tramitar un nuevo servicio para rehabilitar la excepción. En el 
caso del usuario que haya pedido la extensión del plazo de vigencia de la excepción pero la 
autorización no llega a tiempo, teóricamente puede perder su calidad de tal y deberá pagar impuestos 
por toda la actividad. Es una situación de incertidumbre que preocupa y genera inseguridad jurídica. 


Sin perjuicio de lo anterior, la otra preocupación de esta cámara por los cambios 
recientemente propuestos refiere a la modificación que se pretende hacer en el artículo 15 de la Ley n.? 
15921. Existe la propuesta de limitar la cantidad de usuarios indirectos que contraten con un mismo 
usuario directo, en función de la superficie y el personal ocupado con que cuente el usuario directo. 


Queremos destacar ante los señores senadores que la figura de usuario directo e indirecto ha sido un 
acierto en la legislación uruguaya y fue una creación de nuestros legisladores, porque nada parecido 
existía. Incluso, la Ley n.* 15921 fue copiada por una cantidad de países que vinieron a Uruguay a 
investigar nuestras disposiciones legales. Hay más de 3500 zonas francas en el mundo, distribuidas en 
100 países, y una gran competencia. No se puede encontrar fácilmente una legislación más perfecta 
en materia de zonas francas que la del Uruguay. 


Los usuarios indirectos hoy en día se encuentran en muy pocas zonas francas del mundo. 
Esa es nuestra ventaja competitiva. El usuario indirecto es el gran protagonista del crecimiento del 
sector logístico de zona franca, el motor de desarrollo y crecimiento del sector, que ha permitido la 
instalación de muchas empresas del exterior, que no hubieran podido hacerlo sin este régimen que les 
evita la realización de grandes inversiones y contratación de personal. No hay que olvidar que las 
empresas de servicios siempre nacen pequeñas y van creciendo de acuerdo con la actividad. 


Cabe destacar que en 2014 existían 926 usuarios indirectos y 508 usuarios directos que 
posee la cámara, que coinciden con los del área de zona franca. Esto es apenas el 1,8 de usuarios 
indirectos por cada directo. Es menos de dos usuarios indirectos por cada usuario directo. Vale señalar 
que el número de usuarios indirectos ha ido bajando en forma constante, dado que los explotadores de 
zonas francas, por decisión de la Cámara de Zonas Francas, del año 2011, resolvieron dar de baja a 
un número importante de usuarios que no realizaban actividades sustantivas en el país. Para ello no 
fue necesaria ninguna ley y la propia autorregulación consiguió dicho objetivo. 


No entendemos el objetivo de la norma propuesta. Si se pretende un mayor control 
administrativo, la herramienta no es la de restringir actividades por la vía de limitar el número de 
usuarios indirectos, dado que ello no garantiza un mayor control y conspira contra el desarrollo de las 
zonas francas. 


Cuando hablamos de seguridad jurídica, nos referíamos justamente a esto. No es posible 
introducir cambios que generen más inestabilidad que ventajas, más costos que beneficios. Además, la 
forma en que quiere reglamentarse esta nueva condición o limitante es bastante extraña, porque se 
quiere pensar en usuario indirectos que tienen personal y relacionar estos con la cantidad de personas 
que tiene el usuario directo, así como la superficie que este posee. 


La modalidad de trabajo, en el mundo, viene cambiando. Cada vez hay más inversión en 
tecnología y software por hombre empleado. 


Buscamos la productividad de nuestras empresas a través de la organización del trabajo en 
forma eficiente, con la ayuda de computadores y robots, ¿por qué no? Cada vez tenemos que lograr 
hacer más cosas en menos superficie y con menos gente. No podemos ir contra la lógica empresarial e 
industrial. 


¿Por qué vamos a relacionar los usuarios indirectos con la gente y la superficie? No parece 
razonable. Esto iría contra la competitividad de nuestras zonas francas. 


Vale señalar que actuaron en el pasado sociedades usuarias indirectas que no tenían una 
adecuada sustancia económica, lo que ameritó un consenso entre el área zonas francas y los 
explotadores para solucionar esta anomalía. Se fueron rescindiendo esos contratos, desapareciendo 
prácticamente las sociedades llamadas de papel, por lo que ahora el Área Zonas Francas tiene los 
elementos para determinar si un usuario indirecto tiene o no sustancia para ser aprobado. Es decir que 
la limitación a los usuarios indirectos es una herramienta que ya tiene el Ministerio de Economía y 
Finanzas mediante la no aprobación de contratos de usuarios que no presenten adecuada sustancia en 
su plan de negocios, y no se necesita una limitación como la que se pretende. 


Creemos también que es importante destacar que la calidad de usuario de zona franca se 
adquiere por contrato entre el explotador y el usuario directo o entre este y el usuario indirecto, y los 
contratos de usuario directo e indirecto se aprueban por el Área Zonas Francas y se inscriben en el 
registro público que dicha repartición estatal tiene, donde también se inscriben los cambios en los 


directorios de las sociedades usuarias de zonas francas, etcétera. Y el usuario indirecto tiene que 
presentar un plan de negocios, al igual que el usuario directo. 


Por tanto, la cantidad de usuarios indirectos no impide en absoluto las tareas de control 
estatal, sea del Área Zonas Francas, sea de la DGI, teniendo en cuenta, además, que los usuarios 
están exonerados de impuestos, no así de cargas sociales. Y también vale resaltar que las usuarias de 
zona franca son mayoritariamente sociedades anónimas con acciones nominativas, y las que tienen 
acciones al portador están controladas por el BCU. 


Debe tenerse en cuenta, también, que el proyecto modificativo de la Ley n.* 15921, a estudio 
de esta comisión, limita el plazo de los contratos de usuario, y que en el caso de los usuarios indirectos 
el plazo se fija en cinco años, sin posibilidad en ningún caso de establecer en los contratos prórrogas 
automáticas del mismo, lo que implica un control periódico del cumplimiento de los objetivos del 
artículo 1.* al requerirse el pedido de prórroga o un nuevo contrato. 


La Cámara de Zonas Francas del Uruguay no compartió, pero consensuó, la limitación 
temporal de los contratos de usuario, pero este cambio sí resulta más perjudicial para el régimen. 
Además de la limitación del plazo contractual, se limita el número de contratos de usuario indirecto por 
cada usuario directo; se está anteponiendo el control a la sustancia, el afán de controlar por encima de 
la promoción de las actividades que la propia ley declara de interés nacional. 


Por lo tanto, debemos dejar en claro que esta Cámara de Zonas Francas del Uruguay 
declara, primero, que no está de acuerdo con los cambios que se quieren introducir al porcentaje del 
personal empleado, entendiendo que debe llevarse este porcentaje nuevamente al 50 %, como estaba 
establecido en el proyecto anterior; segundo, no está de acuerdo con que se limite la cantidad de 
usuarios indirectos dependiente de usuarios directos. 


Esta es la declaración consensuada en la Cámara de Zonas Francas del Uruguay, que fue 
elaborada con la asesoría de nuestros abogados. 


SEÑOR CARRIQUIRY.- Buenos días. Debo aclarar que integro la comisión directiva de la Cámara de 
Zonas Francas del Uruguay por medio de nuestra empresa de logística en zonas francas, con más de 
treinta y tres años de experiencia en la materia. 


Quiero analizar con los señores senadores la importancia que tiene la figura del usuario 
indirecto y por qué motivo fue creada por la Ley n.* 15921 de 1987. La ley original de zonas francas 
data de 1923; se le introdujeron determinadas modificaciones que la mejoraron y fue actualizándose, 
pero solo contemplaba la existencia del usuario directo. Esto quiere decir que los beneficios fiscales 
que otorgaba la ley eran, exclusivamente, para el usuario directo. Por lo tanto, si una empresa 
internacional quería tener su operación logística o su centro de distribución en Uruguay hacia otros 
países, para poder usufructuar esos beneficios tenía que ceder la propiedad de los productos al 
usuario directo. Se podrán imaginar que esta condición era inaceptable para cualquier compañía del 
exterior. Es por eso que durante muchísimos años y desde 1923 Zona Franca de Colonia y Zona 
Franca de Nueva Palmira —que fueron las dos zonas francas estatales que iniciaron la actividad— 
vivieron un pequeñísimo desarrollo. Diría que se convirtieron en depósitos fiscales a los que ¡ba 
mercadería, sobre todo administrada por despachantes, a los efectos de mejorar la caja de sus clientes 
sin anticipar el pago de recargos y difiriendo en el tiempo la nacionalización a medida de la necesidad 
de la venta, pero era imposible convertir a las zonas francas en un centro de distribución regional. 


A partir de la ley de 1987 se crea el usuario indirecto. Sinceramente, ese fue uno de los 
grandes motivos que tuvo el régimen de zonas francas para el desarrollo que ha tenido en la parte 
logística. En general, las empresas internacionales ven al Uruguay como un país seguro —como 
afirmaba el contador Dovat-, que tiene condiciones geográficas especiales. La leyenda «Uruguay 
logístico» es una realidad. El crecimiento que ha tenido la logística a través de las leyes de zonas 
francas y de las actividades portuarias ha sido enorme. Además de en la seguridad, todo eso está 
basado en el usuario indirecto. Las empresas internacionales buscan operadores logísticos confiables 
que tengan infraestructura adecuada para sus necesidades y para poder entregar su operación. No se 


trata de que no generen trabajo; el trabajo lo genera el operador logístico. El operador logístico crece a 
medida que los clientes crecen. Para los clientes internacionales la figura que le da seguridad jurídica 
es la del usuario indirecto. ¿Qué problema vamos a tener los operadores logísticos el día de mañana 
cuando salgamos al mundo a buscar clientes? No vienen a golpearnos la puerta solo a nosotros o al 
país, sino que tenemos que salir a buscarlos, cosa que demora entre dos o tres años entre las 
negociaciones, los viajes y lo que se invierte en un cliente hasta llegar a consensuar un contrato. No 
sabemos si esa condición que nos exige esta nueva ley nos va a afectar o no. ¿Qué seguridad se le va 
a dar al usuario directo y a los clientes internacionales? Además, la limitación de los usuarios indirectos 
no agrega un control, menos aún basados en su estructura y en la cantidad de gente. ¿Cómo nos van 
a evaluar? ¿Cuál es el criterio que se va a utilizar para limitar esta operación? Vamos a correr un alto 
riesgo. Vamos a desinteresar a las empresas internacionales porque hacer un proyecto para que 
instalen sus centros de distribución en cualquier país del mundo implica una inversión altísima y de 
riesgo. ¿Cómo van a invertir si en la realidad no tienen claro desde el inicio que las condiciones a las 
que se va a enfrentar van de acuerdo con las características del contrato que ha firmado con el usuario 
indirecto? 


Si es un tema de control, también debemos reconocer que las zonas francas están 
controladas en forma permanente. Tenemos la aduana en la puerta que conoce todos los movimientos 
de ingreso y de egreso. La información está clara y on line. Permanentemente tenemos los controles 
que hace la DGI sobre los inventarios. Tenemos la conciliación permanente con el explotador que 
controla el ingreso y el egreso a nuestros depósitos. Si el motivo de la limitación es que incrementa el 
riesgo fiscal ¿cuál es el problema? Se facilitan todos los instrumentos y están más a la mano que 
cualquier empresa que se instale en la plaza no franca. No entendemos esta norma. No queremos 
pensar que esto vaya a ser una limitante para frenar las actividades de las zonas francas, pero 
realmente si esta norma se aprueba el desarrollo logístico de las zonas francas se va a ver afectado de 
aquí al futuro. 


Esta es nuestra preocupación y por eso sugerimos que este artículo no forme parte de este 
proyecto de ley. 


SEÑOR COSTA.- Quiero agregar un detalle que no es menor. El número actual de usuarios indirectos 
aprobado por el área es de 900 empresas. Nos parece que con los controles que tiene la DGl, este no 
es un número que no pueda captar. Por otra parte, como decía muy bien el contador Dovat, se ha ido 
limitando por la autorregulación pero también porque cada aprobación de un nuevo usuario requiere un 
plan de negocios que es estudiado por el área y que muchas veces no es aprobado o se piden 
modificaciones. Realmente, no parece que el número se haya incrementado tanto. Por el contrario, ese 
número ha ido descendiendo —los invito a que pidan los números al área de zonas francas- por lo que, 
luego de leer la versión taquigráfica de lo expuesto por el director de la DGl en la comisión, 
entendemos que quizás la problemática real está en otro lado. 


Para terminar, digo que me parece que hay un tema que deben tener presente. ¿Por qué el 
usuario indirecto también es importante en logística? Porque se manda la mercadería para que el 
operador logístico la vaya entregando a los clientes a medida que estos la piden pero, mientras tanto, 
esta mercadería está en el patrimonio de la empresa en el exterior a través de su usuario indirecto. Esa 
es la gran ventaja porque, de lo contrario, obligaríamos a que eso estuviera en el patrimonio del 
operador logístico, lo cual para una empresa del exterior, implica un riesgo porque si le va bien al 
operador logístico será fantástico, pero tiene que confiar en que este no vaya a tener ningún problema. 
Entonces, la independencia patrimonial en otra persona jurídica es la razón de ser de esto. Esto es 
algo clave en la parte logística y los problemas que se dieron en los años 2011 y 2012 de inspecciones 
tributarias no tenían que ver con un área logística sino con otro tema que creo explicó muy bien el 
licenciado Serra. 


SEÑOR DOVAT.- Con respecto a ese detalle de la cantidad de usuarias, a los que llamamos de papel o 
de cajón porque no tenían empleo, no generaban nada y simplemente eran un domicilio fiscal, en estos 
días y para esta reunión, intentamos conseguir la información sobre cuánto bajó su número, ya que 
esto había sido un compromiso asumido con el área de zonas francas. Tengo aquí el dato de Zona 
América que, de alguna manera, es el que tiene más. Las cifras demuestran que hubo un descenso de 
474 usuarias indirectas, en un total de 900 que hay hoy. Quiere decir que el número ha bajado mucho y 


esa es una razón más para preguntar qué es lo que se quiere hacer limitando el número, ya que creo 
que ese no es el camino. 


SEÑOR CAMY.- Antes que nada, quiero dar la bienvenida a los directivos y asesores de la Cámara de 
Zonas Francas del Uruguay. El planteamiento que han hecho es muy claro, fundamentalmente en lo 
relativo al artículo 15. Lo expuesto abona nuestra posición en el sentido de que vamos a necesitar de 
cierto tiempo para poder discutir este proyecto de ley. 


Me interesa hacer una consulta puntual pero antes voy a hacer una breve introducción por 
una cuestión de honestidad intelectual. En lo personal, quiero hacer un reconocimiento al desarrollo 
que se ha promovido, en particular en la zona franca de Montevideo, cosa que distingue al país, incluso 
en opinión de extranjeros. Al mismo tiempo, debo decir que estoy absolutamente en contra —porque 
creo que atenta contra el espíritu de la norma- de que en paralelo se haya promovido una 
concentración abusiva de los territorios francos, actividad tan beneficiosa para el país, en Montevideo. 
Naturalmente, si yo fuera parte de la representación que ustedes ostentan, no debería tenerlo en 
cuenta; es más, procuraría profundizar eso. Como senador de la república tengo el mismo interés que 
ustedes de que al país le vaya bien, me preocupa —como bien se señaló— el espíritu que desde 1923, 
fundamentalmente desde 1987, inspiró a que en el Uruguay se desarrollara este tipo de modalidades. 
Cerraron Fray Bentos y Rivera, prácticamente se liquidó Nueva Helvecia y las únicas dos que 
sobreviven fuera del territorio de Montevideo son las más próximas: Libertad y Florida. 


Me interesa preguntar qué opinión tienen, como cámara, sobre la modificación que las dos 
zonas francas del interior están solicitando introducir en el artículo 9.%, una apertura que taxativamente 
considera actividades complementarias. No entendemos finalmente cuáles son los planteamientos, 
pero al menos creemos que se trata de involucrar la facturación, el manejo de documentación auxiliar y 
algunas actividades que específicamente no alteren lo sustantivo. Reitero: ¿cuál es la consideración 
que tienen en este aspecto como cámara de zonas francas? 


El otro punto me quedó muy claro. Fue bien explicado y nos genera alerta a la hora de 
considerar una ley tan importante, que ha generado trabajo, promoción y desarrollo para el Uruguay. 


SEÑOR DELGADO.- Creo que la posición de Dovat y Carriquiry sobre algunos aspectos de estos 
nuevos proyectos de modificación ha sido muy clara. En realidad, son una serie de modificaciones a la 
normativa vigente, un proyecto de ley modificativo del Poder Ejecutivo para el que, a su vez, se han ido 
proponiendo otras modificaciones. 


Creí entender que fundamentalmente están centradas en dos. Una tiene que ver con el 
porcentaje de personal, que proponen dejarlo en 50 %. El proyecto nuevo establece el 75 % y ustedes 
quieren dejarlo en el 50 %. ¿Es así? La otra es una nueva modificación que, en realidad, presentó la 
bancada de gobierno en la última reunión en que tratamos esto y tiene que ver con la limitación de los 
contratos de usuarios indirectos que contraten con un mismo usuario directo. En realidad, los usuarios 
directos hacen negocios con indirectos, lo que termina dinamizando todo el tema del comercio y los 
servicios. La normativa actual establece que deben ser aprobados por el Poder Ejecutivo. ¿Ustedes 
pretenden mantener la redacción tal cual está en la ley vigente en lo que respecta a los contratos 
indirectos que haga un usuario directo? Esa es la pregunta para que nos quede claro y no la 
modificación vinculada a la limitación del Poder Ejecutivo. 


Asimismo, solicito que, en la medida de lo posible, nos dejen el memorando. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero hacer dos preguntas. La primera es si ustedes ven el cambio con 
respecto a que es el Poder Ejecutivo el que autoriza el cambio del 75 % al 50 % —naturalmente, cuando 
se presenta el futuro proyecto o cuando hay una ampliación de este— como una limitante o una 
restricción imposible de salvar a la hora de la promoción de las actividades que se puedan realizar en 
zonas francas. 


El otro tema es si al final del artículo 11 -que modifica al artículo 15 de la ley de zonas 
francas y tiene que ver con los contratos indirectos—, sería posible poner alguna frase —pueden 


aportarla ustedes— que dijera algo así como «siempre que sea por resolución fundada». El Poder 
Ejecutivo quiere tener un poco más de incidencia para obligar a que no se esgrima una razón 
caprichosa, sino que sea fundada. Estoy hablando de alguna redacción alternativa que no le quite esa 
potestad al Poder Ejecutivo, pero que haga que se tengan que explicitar las razones para que haya una 
lógica y no se den argumentaciones caprichosas. 


SEÑOR DOVAT.- Me voy a remitir a conversar un poco del tema que planteaba el señor senador Camy 
y después vamos a interactuar aquí. 


Primero quiero decir que, como cámara, ese tema no se ha tratado desde el momento en 
que la zona franca de Florida no pertenece a ella. Quiero ser muy claro: este tema no se ha tratado, 
repito, hasta por respeto a una zona franca que no pertenece a la cámara y que ha ido desarrollando 
su política. No queremos oponernos o que se produzcan conflictos en ese sentido. De todas formas — 
puedo decirlo con carácter más personal-—, no encontramos inconvenientes en que una zona franca del 
interior —o cualquiera— tenga también oficinas en la Ciudad Vieja o en cualquier otro lado dentro de la 
ciudad porque, en definitiva, son representaciones y no van a actuar como zonas francas o, al menos, 
eso entiendo. No se trataría de una sucursal de una zona franca, sino de una oficina de representación 
donde se va a tener la posibilidad de decir, por ejemplo, que se tiene determinado vaso —no todo el 
stock de vasos—, cuál es su precio y de qué se trata el asunto. No veo el inconveniente que se le ha 
creado a las autoridades fiscales o de control en cuanto a que eso pueda ocurrir. 


Ahora bien; entiendo que esta actividad podría ser controlada muy de cerca por el área de 
zonas francas o por quien corresponda y también que podría estar concentrada, por ejemplo, en un 
solo lugar de la Ciudad Vieja; en un mismo edificio podrían estar todos los que quieran tener 
representación. 


Estas son ideas que aporto para que no se crea que aquello puede ser un lugar de descontrol 
total, que pueden estar en cualquier lado sin que se sepa. Me acuerdo que en una época se vendía 
whisky a los diplomáticos y en todos los apartamentos de Pocitos, en Carrasco, etcétera, había gente 
que vendía la bebida sin impuestos y facturaba a nombre de los diplomáticos. Pienso que ese tipo de 
cosas no pueden ocurrir; entiendo que eso sería un descontrol. Pero las zonas francas del interior 
plantean que es tan vital como hacer ciertos trámites. Son trámites administrativos y no operaciones 
comerciales; de cualquier modo, tendría que ver si en la cámara hay alguna opinión al respecto. 


SEÑOR COSTA.- Para contestar al señor senador Camy, quiero decir que este tema tiene muchos 
años. Hay una vieja resolución, una consulta a la DGI que particularmente hizo en su momento la 
empresa Costa Oriental cuando operaba en Colonia, en la que pedía autorización para tener una 
oficina o una especie de agencia comercial en la Ciudad Vieja. De hecho, esa consulta permitió que 
existiera una oficina, como una especie de desprendimiento del usuario que estaba en Colonia, aquí en 
Montevideo, por un tema de trámites hasta en el puerto y en la aduana. Eso funcionó bien e, incluso, 
esa consulta extendió parte de los beneficios fiscales a esta especie de sucursal. No hubo ningún 
problema y funcionó durante muchos años. Si lo que se pretende —quizás habría que dar una 
respuesta técnica que no involucraría a la cámara de zonas francas en sí misma- es que sean 
actividades complementarias, secundarias que no hagan a la disponibilidad de mercaderías —la gente 
de zona franca de Libertad nos mostraba el texto—, incluso, se puede sugerir hasta un cierto porcentaje 
para que se hagan negocios con cierta limitación. 


Para hablar en blanco y negro, quiero decir que el problema acá surgió en las ventas que se 
daban desde la zona franca hacia los free shops, que fue a lo que hizo mención el señor director Serra 
cuando vino a esta comisión. Ahora bien; si se dijera que se permite algo así e, incluso, hasta poner 
algún límite en el monto de facturación, me parece que no debería haber ningún problema. Nosotros 
como cámara de zonas francas no tenemos ningún inconveniente. Digo más, estábamos charlando con 
los senadores que los grandes problemas de las zonas francas en el interior, muchas veces, son la 
distancia y el costo del flete. 


Obviamente, contestando al señor senador Camy quiero señalar que la cámara de zonas 
francas nunca estuvo en contra de que las zonas francas del interior se desarrollaran. De hecho, hay 


zonas francas del interior que integran la cámara, como la de Colonia Suiza y la de Libertad. Por lo 
tanto, no hay ningún problema. 


Con respecto a los dos puntos que planteaba el señor senador Delgado, efectivamente, es lo 
que se plantea. 


En cuanto a la pregunta que formulaba el señor senador Michelini, quiero señalar que la gran 
preocupación de la norma que plantea el Poder Ejecutivo en cuanto a los usuarios indirectos es, 
justamente, en lo logístico, que tiene los metros cuadrados que le da el operador logístico pero no tiene 
propios; tiene los empleados que le da el operador logístico, pero no tiene propios, porque su función 
es ser una unidad jurídica autónoma para tener patrimonio ahí y que se lo maneje un tercero. 


Si los señores senadores me preguntan si la limitación —nosotros podemos pensarlo y 
eventualmente hacerles llegar algún texto— va por el lado de evitar usuarios indirectos de «papel» — 
llamémoslos así-, que sabemos era la preocupación del Poder Ejecutivo, quizás no haya problema o 
por lo menos podríamos darle efecto al silencio como, por ejemplo, que pasados tantos días se 
entienda aprobado o poner que no regirá para el área logística sujeto a un plan de negocios que ya 
está. Ese no sería el problema. La gran preocupación que hay acá —lo hemos hablado con el Poder 
Ejecutivo en unas charlas que hemos tenido como cámara- es que, obviamente, con todos los 
problemas que ha habido en torno a la OCDE, el Poder Ejecutivo no quiere que esto sea una especie 
de lugar en donde se pueda hacer cualquier cosa. Creo que esto se ha evitado. Es más, en lo que 
respecta a la historia de las sociedades de papel, me remito al artículo 102 que se coló en la ley de 
reforma tributaria del año 2007 y, de alguna forma, permitió que sociedades hicieran trading de 
servicios, pero luego fue derogado. Además, el propio compromiso de la cámara con el Poder Ejecutivo 
e, incluso, con esta comisión —lo hablamos anteriormente con el señor senador Michelini— era tratar 
justamente de prestigiar y fortalecer el régimen de zonas francas. A nosotros como cámara no nos 
parece razonable que esto se debilite por falta de controles; por el contrario, sí parece razonable que 
los controles se hagan donde se debe y con novecientos usuarios como hay hoy no tendría que ser 
una limitante para la DGl. De todos modos, pensamos esto y luego lo discutimos. 


SEÑOR DELGADO.- Ya que se habló de este tema vinculado a los contratos indirectos, quiero decir 
que el artículo 11 —que modifica el 16 de la ley vigente—, es un artículo que innova, es bastante extenso 
y va más allá del tema de las autorizaciones o la limitación. 


Mi pregunta es si ustedes prefieren dejar el artículo tal cual está vigente en la ley o tienen 
pensada alguna propuesta sustitutiva que mejore la redacción y dé más garantías o claridad. La 
propuesta de modificación es larga. 


SEÑOR COSTA.- Hay un artículo que se consensuó con el Poder Ejecutivo e incluso con la Comisión 
de Hacienda, que es previo a esta modificación que se plantea. Por supuesto que nos gustaría que se 
dejara como estaba antes, pero no tenemos inconveniente con la redacción que quedó antes de esta 
nueva modificación. 


En lo que respecta a la nueva modificación, lo pensaremos. 
SEÑOR GARDERES.- Soy asesor de la cámara de zonas francas del Uruguay. 


Respecto a la pregunta del señor senador Delgado, queremos que permanezca la redacción 
que alude al 50 % —que ahora se propone modificar— y que eso se establezca en la ley. En el proyecto 
de ley se propone autorizar a bajar del 75 % al 50 %, quedando facultativo del Poder Ejecutivo. Para 
que quede claro decimos que queremos la redacción que estaba antes de esta modificación, que 
establecía que en materia de servicios el porcentaje mínimo será del 50 %. Eso nos da la garantía de 
que está en la ley y no quedamos supeditados a los avatares de lo que pueda decir o no el Poder 
Ejecutivo. Ha sucedido —como lo han dicho- que se demora y cuando llega la autorización ya está 
vencida la que había dado anteriormente, por lo que hay que dar un efecto retroactivo para no quedar 
afuera y perder los incentivos y demás beneficios que establece la ley. 


Aspiramos a que quede en el 50 % y que ello sea establecido por ley. Repito, en la 
modificación se establece que será facultativo del Poder Ejecutivo. 


Respecto de lo que planteaba el señor senador Michelini sobre los usuarios indirectos y 
sobre una redacción alternativa a la que se está planteando en la comisión, digo que nos gustaría que 
se mantuviera el artículo 15 de la Ley n.” 15921 tal como está, porque es emblemático, define lo que es 
un usuario y demás y ha sido una garantía durante casi treinta años. 


Por lo tanto, sería bueno que no se modificara. Si se planteara alguna modificación, esta 
podría ser, por ejemplo, dar efecto positivo al silencio. Por ejemplo, si un usuario indirecto hace un 
planteo al Poder Ejecutivo —aclaro que esto hay que consensuarlo en la cámara; esa es mi opinión 
como abogado- y este no se pronuncia en equis tiempo, se entiende que está aprobado. Este efecto 
positivo ya está en el proyecto en la parte que habla de las prórrogas de los contratos, donde se 
elimina la posibilidad de las prórrogas automáticas. Por otro lado, cuando se habla del trámite de la 
prórroga, también se establece un efecto positivo al decir que si el Poder Ejecutivo no se pronuncia, se 
entenderá que está aprobada. Esa podría ser una salida. 


Si nos preguntan qué es lo que aspiramos decimos que nuestro deseo es que se mantenga 
la redacción tal como está y que no se incluya esta modificación en el proyecto de ley. 


SEÑOR MUJICA.- Me gustaría saber qué opinan —pido que lo piensen— con respecto a la posibilidad 
de que se incluya —en caso de que se apruebe-— hasta en un 50 % la exigencia paralela de residencia 
de los eventuales trabajadores extranjeros que pudieran estar en cuestión. 


SEÑOR COSTA..- En la reforma tributaria se incluyó un artículo en el que se consideró residentes a 
estos extranjeros con un mecanismo fiscal muy especial por el que se les permitía tributar como 
residentes. En parte eso ha sido un éxito por la cantidad de extranjeros que han venido a Uruguay a 
vivir con sus familias y más de cara a lo que está pasando a nivel mundial sobre la necesidad de tener 
residencia en algún lado. El Uruguay —me voy de tema, pero creo que es interesante para esta 
comisión- tiene una gran posibilidad de dar residencia. De hecho, el Poder Ejecutivo lo hizo a través de 
un reciente decreto. Creo que hasta el propio extranjero, salvo el que viene —eso lo hablábamos el otro 
día con gente del PIT-CNT— a hacer una tarea muy especializada y se va -que no es el caso-, tiene 
por vocación los 183 días y necesita ser residentes. A esta altura creemos que la residencia es tan 
importante como un pasaporte o una cuenta bancaria porque, en definitiva, es parte de lo que se le 
pide a la gente para vivir en este mundo. 


SEÑOR CARRIQUIRY.- Quiero hacer un agregado a la pregunta que hizo el señor senador Camy. 


Nuestra empresa, que es anterior a la ley de zonas francas del año 1987, todavía tiene 
actividades en la zona franca de Colonia. Evidentemente, en aquella época era muy difícil administrar a 
un usuario directo logístico por las distancias que teníamos con Montevideo, donde están radicados los 
centros bancarios, de aduana y las oficinas públicas. En ese entonces se presentó una nota 
solicitando, en primer lugar, si podíamos tener un inmueble en Montevideo, propiedad de la empresa y 
si estaba o no gravado con el impuesto al patrimonio. En segundo término, se preguntó si era posible 
desarrollar la actividad administrativa, de apoyo —evidentemente no logística— y la consulta impositiva 
en aquella época salió positiva. Al día de hoy todavía está vigente porque nadie la derogó. No solo nos 
dijeron que sí podíamos tener un inmueble y no pagar impuesto al patrimonio, sino que podíamos 
realizar la actividad que pedíamos y tener cuentas bancarias fuera de las zonas francas, porque no 
había bancos en ellas y en aquella época era razonable tener un apoyo administrativo a la actividad 
que desarrollábamos en Colonia. Personalmente, como dijo el señor Dovat, no veo que sea una 
limitante y un gran peligro si se hacen los controles correspondientes a la actividad que se realice. Eso 
como respuesta al primer punto. 


Con respecto a los usuarios indirectos, realmente no comprendo el motivo de base para 
imponer la limitación y, por lo tanto, me es muy difícil buscar posiciones alternativas. Además, entiendo 
que hacer un dictamen por cantidad de infraestructura y personal, ¿de quién sería? ¿Del directo o del 
indirecto? Como ya se señaló, el indirecto en la mayoría de los casos no tiene estructura ni personal, 


entonces, ese tema no se puede manejar. En cuanto al usuario directo, invierte y las inversiones que 
hace están declaradas. Sale a buscar sus clientes y tiene su personal y, reitero, está todo declarado. 
Un usuario directo no va a salir —me refiero a la logística- a buscar clientes para atraerlos sabiendo 
que no tiene condiciones de administración, infraestructura ni personal. Tiene esas inversiones 
realizadas y debe llenarlas. ¿Cómo va a evaluar el Poder Ejecutivo si eso es o no suficiente para 
autorizar o no al usuario indirecto? No tiene un sentido lógico. Es coartar la libertad empresarial de 
incrementar su actividad y salir a buscar clientes. Sí invierte y mucho; además, genera una cantidad de 
trabajo. La mayor parte de los usuarios indirectos provienen de la logística. 


Tampoco creo que encontremos una solución con frases que digan que no sean limitaciones 
no razonables porque si no siempre queda a la decisión subjetiva de gente que —disculpen lo que voy a 
decir— nunca visitó una zona franca. ¿Cómo se puede dictaminar eso? No quiero ser duro, pero es la 
verdad. 


¡No limitemos en esto! Tenemos controles suficientes por todos lados para los usuarios 
directos e indirectos. No pongamos una limitación si no tiene una base real, efectiva y que preocupe 
por temas que sean vitales. Si hay un tema de limitación, de capacidad de control, tenemos que 
aumentarla como para que genere un control al crecimiento de nuestras actividades, pero no debemos 
limitarlas. 


Gracias. 


SEÑOR GARDERES.- Simplemente, complementando lo que decía el contador Carriquiry, y en 
atención a que el artículo o el texto propuesto dice que el Poder Ejecutivo podrá limitar la cantidad de 
usuarios indirectos, quisiera saber cómo lo haría. Tendría que dictar un decreto reglamentario, lo que 
evidentemente sería muy teórico en caso de aprobarse que el Poder Ejecutivo dijera que un usuario 
está o no dentro de los límites. A mi juicio, sería absolutamente teórico y está fuera de la realidad. 


Nada más. 


SEÑOR DOVAT.- Advierto que en este momento no se encuentra en sala el señor senador Delgado y 
quería hacerle una pregunta. No le entendí su planteo sobre si nosotros estamos de acuerdo con los 
contratos entre usuario directo e indirecto y con mantener esa metodología. No comprendo qué 
pretende con esa pregunta. 


SEÑOR COSTA.- Voy a tratar de hacer de exégeta del señor senador Delgado. 


Él planteaba que la nueva modificación de la ley ha sido consensuada con la cámara. Creo 
que a eso se refería. En este momento regresa a sala el señor senador, pero estaba diciendo que se 
prefería que la ley quedara como está, pero si se va a modificar, el artículo consensuado cuenta con el 
visto bueno —si esa es la expresión correcta— de la cámara y que preferiríamos no seguir con este 
nuevo artículo. 


SEÑOR DOVAT.- Me dio la sensación de que ese punto no estaba contestado. ¿El señor senador 
Delgado entiende que están contestadas las preguntas que planteó? 


SEÑOR DELGADO.- No me pareció tan difícil de entender. 


El tema es el siguiente. Hay un nuevo proyecto de modificación remitido por el Ministerio de 
Economía y Finanzas. Antes había un proyecto de ley de propuesta de modificación que también venía 
del Ministerio de Economía y Finanzas. A esto último se le agrega un nuevo artículo que propone la 
bancada del Frente Amplio, que dice: «Agrégase al artículo 15 de la Ley n.* 15921, de 17 de diciembre 
de 1987, el siguiente inciso: “El Poder Ejecutivo podrá limitar la cantidad de usuarios indirectos que 
contrate con un mismo usuario directo en función de la superficie y el personal ocupado con que 
cuente el usuario directo”.». Ese es un agregado que hizo en la última reunión la bancada del Frente 
Amplio a la última modificación de este comparativo. 


La pregunta concreta es si ustedes prefieren lo que están manifestando en el sentido de que 
había algunos inconvenientes sobre esta modificación y sobre la última del Poder Ejecutivo. Ustedes 
consensuaron con el Poder Ejecutivo la última modificación, pero no comparten este último agregado. 
Eso quedó entendido. 


SEÑOR GARDERES.- Correcto. 


SEÑOR DELGADO.- ¿Ustedes entienden que este agregado no debería estar o que se debería 
cambiar su redacción? 


SEÑOR DOVAT.- No debería estar. 

SEÑOR DELGADO.- Perfecto; era lo que queríamos saber. 

SEÑOR MUJICA.- Lo planteado a nivel de la bancada fue iniciativa del gobierno. 
SEÑOR DELGADO.- ¿La última propuesta? 

SEÑOR MUJICA.- Sí. 


SEÑOR GARDERES.- Corroborando lo que dice el doctor Costa y contestando la pregunta del señor 
senador Delgado, aclaro que, salvo estas dos modificaciones, preferimos que se mantenga el texto que 
vino del Poder Ejecutivo y que está en el último comparativo; que no se incluya esta modificación del 
artículo 15 de la ley y que el 50 % se maneje como vino del Poder Ejecutivo, es decir, que no sea 
facultativo del Poder Ejecutivo. Ese es el tema. 


SEÑOR DELGADO.- Perfecto. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos sus aclaraciones y nos mantendremos en contacto. 


(Se retiran de sala los representantes de la Cámara de zonas francas del Uruguay). 


(Ingresan a sala representantes de los trabajadores de Zona Franca Florida). 


—La Comisión de Hacienda saluda y agradece a los representantes de los trabajadores de 
zona franca por aceptar la invitación. 


Ya conocen el tema que estamos considerando —también hemos mantenido el contacto 
correspondiente— por cuanto resta cederles la palabra. 


SEÑORA DEAMICIS.- Somos trabajadores de la zona franca de Florida, y antes de comenzar nuestra 
exposición queremos agradecer por ser recibidos en el día de hoy. 


Trajimos un texto al que nos remitiremos para que sea más ordenada nuestra exposición; sin 
perjuicio de ello podemos responder cualquier duda que se presente. 


Solicitamos ser recibidos por esta comisión para dar nuestra visión acerca del proyecto de 
ley, que modifica la Ley n.” 15921 de zonas francas, remitido por el Ministerio de Economía y Finanzas 
al Parlamento, con modificaciones al proyecto de ley de zonas económicas especiales enviado 
anteriormente por el Poder Ejecutivo. 


El 17 de octubre de 2013 y el 2 de julio de 2015 fuimos recibidos por esta comisión, en 
ocasión de los últimos dos intentos de modificación de la ley. Siempre nos manifestamos contrarios a la 
modificación —así como también hoy-, y solicitamos que se le dé una nueva redacción a la norma a 
efectos de permitir que los usuarios de las zonas francas del interior tengan un punto de contacto en la 
capital y una oficina donde poder desarrollar actividades complementarias a su actividad principal, que 
ahora se realiza dentro de los depósitos de la zona franca, donde trabajamos nosotros y muchos otros 
compañeros, como peones, choferes de elevadores, peones, administrativos, y más. 


Hace ya más de cinco años que se aprobó una modificación de la ley de zonas francas, a 
través del artículo 309 de la ley de rendición de cuentas del ejercicio 2011, cuyo contenido es hoy 
retomado íntegramente en el artículo 9.* del proyecto de ley a consideración de esta comisión. 


En la mencionada ley, el artículo 310 establecía: «Encomiéndase al Poder Ejecutivo la 
remisión al Parlamento, dentro de los sesenta días de la promulgación de la presente norma, de un 
proyecto de ley que establezca medidas de promoción e incentivo para la utilización de zonas francas 
instaladas fuera de la zona metropolitana». 


El Poder Ejecutivo no remitió proyecto alguno y los trabajadores de las zonas francas del 
interior, en virtud del vencimiento del plazo que establecía el artículo 310, solicitamos que se prorrogara 
la entrada en vigencia del artículo 309, ya que este, sin la compensación de las desventajas de 
localización de las zonas francas del interior reconocidas por los legisladores, conllevaba 
inexorablemente al cierre de nuestras fuentes de trabajo. 


En virtud del incumplimiento del artículo 310 de la ley de rendición de cuentas de fecha 8 de 
mayo de 2013, el Poder Ejecutivo envió al Parlamento un proyecto de ley que prorrogó la entrada en 
vigencia del artículo 309 de la citada norma, en reconocimiento de las asimetrías existentes entre las 
zonas francas de la capital y las del interior del país —las ubicadas fuera del área metropolitana—. El 
citado proyecto de ley de prórroga fue aprobado tanto en la Cámara de Senadores como en la Cámara 
de Representantes. 


Respecto al nuevo proyecto de ley modificativo de la Ley n.* 15921 que los señores 
senadores tienen a consideración, manifestamos que al igual que ocurrió con los anteriores proyectos 
de ley, no fuimos convocados por las autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas —como parte 
interesada y afectada por esta modificación— a participar o a dar nuestra opinión con relación a él. 
Venimos trabajando en el tema desde el año 2011, juntamos muchos miles de firmas en Florida en 
defensa de esa fuente laboral y no somos tomados en cuenta por los jerarcas que redactan las 
normas, en especial, las normas que perjudican en forma directa el trabajo en el interior. 


Como bien se observa, el Ministerio de Economía y Finanzas retoma integramente en el 
artículo 9.? de este proyecto de ley el contenido del artículo 309 de la ley de rendición de cuentas antes 
mencionada, con mínimas variaciones en su literal b), que no le hacen a la sustancia de las 
necesidades de las zonas francas del interior permitiéndoles a los explotadores de estas tener un lugar 
de exhibición para sus usuarios en Montevideo. ¿Qué necesidad pueden tener esos usuarios de exhibir 
sus mercaderías en una vidriera de una calle de Montevideo por seis días cuatro veces al año, cuando 
actualmente todo se exhibe en forma virtual? Las necesidades reales de los usuarios son de manejo de 
trámites administrativos que solo pueden realizar en la capital; expedientes ante organismos estatales 
que a años luz se encuentran de estar disponibles por la vía digital, como ser el Área Zonas Francas, el 
Ministerio de Salud Pública, la Dinama; expedientes judiciales de cualquier índole, además de 
cualquier tipo de gestión bancaria. Hoy en Florida hay dos bancos; el BROU está cerrando todas sus 
dependencias en las pequeñas localidades del interior, la macrocefalia es cada día más marcada y 
está a la vista. Los usuarios también necesitan una oficina en Montevideo para recibir a sus clientes o 
potenciales clientes que pasan por la ciudad por escasas horas y no se trasladan a Florida. 


En el párrafo final del artículo 9. se prevé que para poder realizar en territorio nacional todas 
estas actividades de naturaleza auxiliar —como son las mencionadas anteriormente— los usuarios 
deberán requerir la autorización previa en las condiciones que determine el Poder Ejecutivo. ¿Cuánto 
tiempo deberá esperar un usuario la respuesta del Ministerio de Economía y Finanzas para realizar una 
gestión bancaria, tramitar una habilitación ante el Ministerio de Salud Pública o recibir una visita del 


exterior? Es absurdo e inaplicable en la vía práctica, y es el punto fundamental que nos convoca, al 
cual nos oponemos rotundamente y solicitamos que no sea aprobado. 


El daño que causa este artículo 9. es el mismo que causaba el artículo 23 del proyecto de 
ley anterior y es irreparable. Los supuestos beneficios que otorga a las zonas francas del interior con el 
objetivo de equiparar asimetrías y desventajas de localización son escasos y no constituyen 
equiparación de ningún tipo. 


El artículo trae aparejado el traslado de las empresas usuarias radicadas en las zonas 
francas del interior hacia las zonas francas de la capital, y la consecuente pérdida de nuestro trabajo. 


Además, en todo el texto del proyecto de ley no se le otorgan a las zonas francas del interior 
beneficios reales que compensen las desventajas de localización y las asimetrías existentes, 
reconocidas por el Poder Ejecutivo y por el Parlamento. Respecto a las «ventajas» concedidas en este 
proyecto de ley a las zonas francas ubicadas fuera del área metropolitana, observamos que el artículo 
4, literal d) refiere a «La realización de actividades industriales en las zonas francas localizadas fuera 
del área metropolitana que determine el Poder Ejecutivo...». Al día de hoy hay 2 industrias pequeñas 
radicadas en Florida y ninguna en Libertad. Esto se ha dado desde el Tratado de Ouro Preto, en el que 
los productos fabricados en las zonas francas pierden el origen Mercosur; por tanto, no pueden 
comercializarse en los países de la región, lo que generó que la única actividad que se desarrolle en 
estas zonas francas sea la logística. 


El artículo 11 establece plazos más extensos para los contratos de usuarios que se instalen 
en zonas francas localizadas fuera del área metropolitana. Esto no constituye una ventaja real puesto 
que, como es de conocimiento de las autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas, a través de 
la dependencia que aprueba los contratos y sus prórrogas, el Área Zonas Francas de la Dirección 
General de Comercio, los contratos celebrados con sus usuarios en estas zonas francas son por 
plazos mínimos de cinco años, por lo que en los hechos los contratos por plazos extensos hoy en día 
ya se celebran y desde hace años, según lo que viene aprobando el organismo de contralor 
competente. 


Los artículos 13 y 22 establecen que los explotadores de las zonas francas localizadas fuera 
del área metropolitana que determine el Poder Ejecutivo tributarán IRAE e impuestos de seguridad 
social y estarán exentos de los demás impuestos; los gastos salariales que los mencionados 
explotadores abonen podrán ser computados por una vez y media su monto real. 


Nosotros vemos que el motor del trabajo dentro de las zonas francas lo constituyen los 
usuarios, por lo que estos beneficios tributarios para el explotador no estimulan la radicación de nuevas 
empresas ni benefician el trabajo en el interior de las usuarias ya instaladas, además de que el 
beneficio se otorgará a los explotadores «que determine el Poder Ejecutivo» y no necesariamente a 
todos los explotadores de las zonas francas del interior. Por eso consideramos que los artículos que se 
mencionan como un «beneficio» son insuficientes o no son tales porque no se está dando una ventaja 
real a las zonas francas del interior. 


En lo que tiene que ver con el resto del proyecto de ley, estamos en desacuerdo con la 
eliminación del artículo 5 del proyecto de ley anterior —el de zonas económicas especiales—, puesto que 
considerábamos muy beneficioso el intercambio de datos entre el Área Zonas Francas de la Dirección 
Nacional de Comercio y la DGI, en aras de una efectiva fiscalización de los usuarios de todas las zonas 
francas. 


Después observamos un alto nivel de vaguedad e imprecisión en la redacción del artículo 8 
bis, puesto que no especifica ni enumera las que menciona como «determinadas actividades» que los 
explotadores deberán realizar a requerimiento del Poder Ejecutivo para mejorar y hacer más eficientes 
las funciones de administración, supervisión y control del régimen. A nuestro criterio no queda para 
nada claro. 


Nuevamente expresamos nuestro desacuerdo con la baja del porcentaje mínimo de la mano 
de obra nacional, para las empresas que realicen actividades de servicios, a un 50 %, que podrá ser 
reducido aún más, previa autorización del Poder Ejecutivo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 
12. El porcentaje mínimo exigido actualmente para todas las actividades que se desarrollen dentro de 
las zonas francas es del 75 % y consideramos que no debe ser reducido para ninguna actividad. Por lo 
anterior, solicitamos se elimine el artículo 12 en su actual redacción. 


Hemos escuchado en medios de prensa que senadores de izquierda, a quienes muchos 
trabajadores votamos, cuestionan la radicación de empresas dentro de zonas francas, así como 
también que el Ministerio de Economía y Finanzas es contrario a seguir aprobando contratos de 
usuarios por la nula tributación que tienen estas empresas y por lo poco o nada que le dejan al país. Si 
esto es así no se entiende la aprobación de esta cantidad de zonas francas de servicios que hay hoy 
en la capital. Eventualmente se podría plantear que las usuarias comenzaran a tener algo de 
tributación para que le puedan dejar algo al país. 


El interior se sigue despoblando y esta modificación fomenta el despoblamiento y la 
centralización más recalcitrantes. Las autoridades desconocen nuestras realidades y no solo eso sino 
que les dan la espalda en favor de los intereses capitalinos. Esperamos que nuevamente los señores 
legisladores comprendan nuestra problemática y no acompañen esta modificación, fundamentalmente, 
en su artículo 9.2. Nuestra lucha es en defensa de las fuentes de trabajo existentes. En Florida se trata 
de la principal fuente de trabajo del departamento, ya que actualmente el frigorífico y la curtiembre 
están cerrados. Hace más de cinco años que venimos batallando en defensa de nuestras fuentes de 
trabajo. 


En Florida, la DGl comenzó a inspeccionar a las usuarias en marzo del año 2011 —no quiere 
decir que no lo hiciera antes— exigiéndoles a partir de ese momento el desarrollo del 100% de su 
actividad dentro de la zona franca o en una zona franca de la capital. Eso mismo aconsejaban los 
inspectores a las usuarias: tener una oficina en Aguada Park, sin reconocer la realidad de las empresas 
luego de veinte años de trabajo y sin normativa que amparara sus exigencias. 


Desde el año 2011 a la fecha, por medio de decretos y proyectos de ley, el Ministerio de 
Economía y Finanzas hizo distintos intentos de generar normativa que respaldara el proceder de los 
funcionarios de la DGl en sus inspecciones pero estos no prosperaron. Además, la DGI ha recibido 
reiteradas sentencias adversas del TCA anulando sus actos, contrariamente a lo informado por el 
licenciado Serra el pasado 8 de diciembre ante esta Comisión. A pesar de esto, persiste la prohibición a 
las usuarias de desarrollar cualquier actividad fuera del territorio franco. 


En la zona franca de Florida ha sido notorio el abandono de la utilización de este régimen por 
parte de las usuarias, así como también el traslado de estas hacia las zonas francas de la capital, 
como consecuencia de la persecución e incertidumbre reinantes. 


Desde el 2011 a la fecha, un total de 150 empresas han abandonado su operativa en la zona 
franca de Florida, rescindiendo sus contratos de usuario y despidiendo a sus trabajadores. De un total 
de 600 empleados, en la actualidad solamente 265 continuamos trabajando en la zona franca de 
Florida. Lo cierto es que muchas empresas que contrataban gran número de trabajadores se han 
retirado y estas personas no consiguieron otro trabajo porque en Florida no hay oportunidades. Por 
otra parte, importantes empresas han reducido sensiblemente su plantilla de trabajadores y han 
disminuido la cantidad de turnos. Por ejemplo, hay una empresa muy grande que contrata a muchas 
mujeres mayores, jefas de hogar, que hoy desarrolla su actividad en un solo turno, cuando antes tenía 
tres. Esto demuestra que las empresas usuarias están en franca retirada; algunas de ellas han 
anunciado directamente a su personal que se van a trasladar a Zonamérica. Nos consta que piensan 
mudarse a la capital porque, además, es lo que sus asesores aconsejan. 


Por nuestra parte, hemos tocado todas las puertas, acudiendo a parlamentarios, dirigentes 
sindicales, intendentes, etcétera, pero día a día vemos cómo baja la actividad y se envía a decenas de 
compañeros al seguro de paro. Las empresas usuarias se van o reducen su actividad a la mínima 
expresión, por lo que solicitamos a esta Comisión que no modifique la Ley n.* 15921 de zonas 
francas vigente. En el caso de que se modifique, solicitamos que se elimine el artículo 9. en su actual 


redacción, propiciándose las instancias de diálogo para una nueva redacción del mismo, con la 
participación de todos los actores involucrados, fundamentalmente con trabajadores y empresarios de 
las zonas francas del interior, que no ven compensadas las asimetrías existentes, así como las 
desventajas de localización en este proyecto de ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos mucho la presencia de la delegación de trabajadores de la 
Zona Franca de Florida. 


(Se retiran de sala los representantes de los trabajadores de Zona Franca Florida). 
(Dialogados). 
—No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 12 :58). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


